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1) TEXTODE LA CITACION ORDEN DEL DIA 


“Montevideo, 9 de junio de 1992. ; ; : 
J Discusión gencral y particular del proyecto de ley: 
La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria mañana miércoles 10, a la hora 16, a fin de informarse de 1% Por el que se aprueban las Convenciones y Protocolo 
los asuntos entrados y considerar el siguiente suscritos por la República en la Tercera Conferencia 


142- C.S. 


Especializada Interamericana sobre Derecho Interna- 
cional Privado. 


(Carp. N* 1104/88 - Rep. N* 415/92). 


2%) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la solicitud de venía del Poder Ejecu- 
tivo para exonerar de su cargo a: 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura 
(Plazo constitucional vence 10 de agosto de 1992). 
(Carp. N? 554/91 - Rep. N* 416/92), 


LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Abadie, Amorín Larra- 
ñaga, Arana, Astori, Batalla, Belvisi, Cadenas Boix, Cassi- 
na, Cigliuti, Gargano, González Modernell, Irurtia, Korze- 
niak, Librán Bonino, Millor, Olascoaga, Santoro, Singlet, 
Urioste y Viera. 


FALTAN: con licencia los señores senadores Alonso Telle- 
chea, Bruera y Raffo; con aviso el señor Presidente doctor 
Aguirre Ramírez y los señores senadores Araújo, Blanco, 
Jude, Pereyra, Pérez, Ricaldoni y Silveira Zavala; sin aviso, 
los señores senadores Bouza y Zumarán. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 11 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 10 de junio de 1992, 


La Presidencia de la Asamblea General remite varios Men- 
sajes del Poder Ejecutivo por los que comunica haber dictado 
los siguientes decretos y resoluciones: 


por la que se autoriza al Banco de la República a depositar 
en el Banco Hipotecario a la orden del Juzgado Letrado de 
Segundo Turno, la suma indicada por Sentencia dictada por 
ese Juzgado en autos caratulados “Lozano, Jesús Danubio 
c/Tnstituto Nacional del Menor - Cobro de Indemnización”. 


por el que se libra Orden de Entrega a favor del Ministerio 
de Defensa Nacional a fin de dar cumplimiento a lo dis- 
puesto por sentencia dictada por el Juzgado Letrado de Pri- 
mera Instancia de lo Contencioso Administrativo en autos 
caratulados “Lapouble, Héctor c/Ministerio de Defensa Na- 
cional - Daños y Perjuicios”. 
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por el que se autoriza al Banco de la República a depositar 
en el Banco Hipotecario a la orden del Juzgado Letrado de 
Primera Instancia de lo Contencioso Administrativo de Se- 
gundo Turno la suma indicada por Sentencia dictada por 
dicho Juzgado en autos caratulados “Silva Gadca, Carlos c/ 
Estado -Ministerio de Defensa Nacional y Poder Judicial- 
Daños y Perjuicios. 


por la que que se libra Orden de Entrega a favor del Minis- 
terio de Defensa Nacional a fin de dar cumplimiento a lo 
dispuesto por Sentencia dictada por el Juzgado Letrado de 
Primera Instancia de lo Contencioso Administrativo en au- 
tos caratulados “Di Mella, Angel c/Estado -Ministerio de 
Defensa Nacional- Responsabilidad Extracontractual”. 


por la que se autoriza al Banco de la República a depositar 
en el Banco Hipotecario a la orden del Juzgado Letrado de 
Primera Instancia de lo Contencioso Administrativo de Pri- 
mer Turno en Sentencia dictada por el mencionado Juzgado 
en autos caratulados “Banco de Seguros del Estado c/Minis- 
terio del Interior - Daños y Perjuicios”. 


por la que se autoriza al Comando General del Ejército, al 
Comando General de ta Armada y al Comando General de 
la Fuerza Aérea a efectuar varias transformaciones de car- 
gos. 


-Ténganse presente. 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes por los que soli- 
cita venia para destituir de sus cargos a dos funcionarios de la 
Dirección Nacional de Aduanas - Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


-A la Comisión de Asuntos Administralivos. 


La Junía Departamental de Montevideo remite varias notas 
a las que adjunta: 


la exposición realizada por la señora edila Margarita Perco- 
vich, relativa al Día Mundial del Consumidor, solicitando 
que la misma se remita a las Comisiones de Salud Pública y 
Constitución y Legislación. 


-A las Comisiones de Salud Pública y de Constitución y 
Legislación, 


la exposición realizada por el señor edil Ramón Cabrera 
relativa a la liquidación de los bienes inmucbles del ex- 
Frigorífico Nacional. 


fotocopia de la resolución adoptada por la que se apoya la 
iniciativa de construir un hogar estudiantil en el departa- 
mento de Paysandú. 


la exposición realizada por el señor edil Ramón Cabrera 
relativa a la ubicación en el Frigorífico Swift de un centro 
de detención de menores. 
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la exposición relativa a la regularización de la tierra de 
propiedad fiscal, efectuada por el señor edil Ramón Cabre- 
ra. 


La Junta Departamental de Paysandú remite nota comuni- 
cando el planteamiento efectuado por el señor edil Jorge Va- 
lentín, sobre la situación de un grupo de funcionarios de AN- 
CAP, integrantes de la Unidad de Vigilancia y Prevención con- 
tra el fucgo. 


La Junta Departamental de Río Negro remite nota comuni- 
cando su apoyo al planteamiento efectuado por su similar de 
Paysandú sobre la necesidad de preservar cl ecosistema. 


La Junta Departamental de Soriano remite la resolución 
adoptada acerca del reclamo efectuado por cl Movimiento de 
Deudores del Banco Hipotecario del Uruguay. 


La Junta Departamental de Canelones remite fotocopia de 
la resolución adoptada apoyando la iniciativa de impulsr una 
política cultural que a través de incentivos, contribuya al desa- 
rrollo de talentos. 


-Ténganse presente”. 


4) CONVENCIONES Y PROTOCOLO SUSCRITOS POR 
LA REPUBLICA EN LA TERCERA CONFERENCIA 
ESPECIALIZADA INTERAMERICANA SOBRE DE- 
RECHO INTERNACIONAL PRIVADO REALIZADA 
EN LA PAZ, DEL 15 AL 24 DE MAYO DE 1984 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día 
con la consideración del asunto que figura en primer término: 
“Proyecto de ley por el que se aprucban las Convenciones y 
Protocolo suscritos por la República en la Tercera Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Pri- 
vado. (Carp. N* 1104/88 - Rep. N* 415/92)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N? 1104/88 
Rep. N* 415/92 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Educación y Cultura 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1?, - Apruébanse las Convenciones y el Protocolo 
suscritos por la República en la Tercera Conferencia Especiali- 
zada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado que 
tuviera lugar en La Paz, del 15 al 24 de mayo de 1984: Con- 
vención Interamericana sobre Conflictos de Leyes en Matcria 
de Adopción de Menores; Convención Interamericana sobre 
Personalidad y Capacidad de las Personas Jurídicas en el Dere- 
cho Internacional Privado; Convención Interamericana sobre 
Competencia en la Esfera Internacional para la Eficacia Extra- 
territorial de las Sentencias Extranjeras y Protocolo Adicional a 
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la Convención Interamericana sobre Recepción de Pruebas cn 
el Extranjero. 


Art. 2%. - Comuníquesc, etc. 
Héctor Gros Espiell, Guillermo García Costa. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 7 de enero de 1992. 
Señor Presidente de la Asamblea Gencral: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a esc Cuerpo 
a fin de reiterar el Mensaje de fecha 3 de mayo de 1988, que se 
transcribe, por el que se solicita la aprobación de las Conven- 
ciones suscritas por la República en la Tercera Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Pri- 
vado que convocada por la Organización de los Estados Ameri- 
canos tuviera lugar en La Paz, del 15 al 24 de mayo de 1984, al 
permanecer vigentes para los intereses de la República, los 
mismos fundamentos que en su oportunidad amecritaron su cn- 
vío. 


“El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
de conformidad con el artículo 168, inciso 20 de la Constitu- 
ción de la República a efectos de someter a su consideración 
para Ja correspondiente aprobación legislativa las Convencio- 
nes suscritas por la República en la Tercera Conferencia Espe- 
cializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado 
que convocada por la Organización de los Estados Americanos 
tuvicra lugar en La Paz, del 15 al 24 de mayo de 1984, 


Las Convenciones aprobadas en dicha Conferencia, (en ade- 
lante CIDIP TIP) cuyos textos separados se acompañan son las 
siguientes: 


1. - Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes 
en Maicria de Adopción de Menores; 


2. - Convención Interamericana sobre Personalidad y Capa- 
cidad de las Personas Jurídicas cn el Derecho Internacional 
Privado; 


3. - Convención Interamericana sobre Competencia en la 
Esfera Internacional para la Eficacia Extraterritorial de las Sen- 
tencias Extranjeras; 


4. - Protocolo Adicional a la Convención Interamericana 
sobre Recepción de Prucbas en el Extranjero. 


Tales Convenciones y el Protocolo Adicional fueron suscri- 
tos en la sesión de clausura celebrada el día 24 de mayo de 
1984, por delegados de los siguientes países: Bolivia, Brasil, 
Colombia, Chile, Ecuador, México, Nicaragua, Perú, Repúbli- 
ca Dominicana, República Oriental del Uruguay y Venezucla. 
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Además de los ya mencionados asistieron a la CIDIP HI 
delegados de los siguientes países: Argentina, Costa Rica, Esta- 
dos Unidos, Guatemala, Haití, Honduras y Paraguay. 


La solicitud de aprobación de los precitados instrumentos 
interamericanos de Derecho Internacional Privado se funda- 
menta en la exposición que se desarrolla a continuación: 


L Antecedentes 


1. La conferencia es un órgano especializado de la Organi- 
zación de los Estados Americanos, tal como lo prevé la Carta 
en el artículo 130, 


Hasta el presente tres han sido las conferencias Espectaliza- 
das Interamericanas de Derecho Internacional Privado: la CI- 
DIP 1, celebrada en Panamá (14 a 30 de enero de 1975), la 
CIDIP Il, reunida en Montevideo (23 de abril a 8 de mayo de 
1979), y la CIDIP 11, cumplida en la La Paz, en la fecha arriba 
indicada. 


2. En cuanto a las Convenciones aprobadas por la CIDIP 1 
han sido: 


1. - Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes 
en materia de Letras de Cambio, Pagarés y Facturas; 


2. - Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes 
en materia de Cheques; 


3. - Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial 
Internacional, 


4. - Convención Interamericana sobre Exhontos o Cartas 
Rogatorias; 


5, - Convención Interamericana sobre Recepción de Prue- 
bas en el Extranjero, 


6. - Convención Interamericana sobre Régimen Legal de 
los Poderes para ser utilizados en el Extranjero; 


Todas cllas, ratificadas por el Gobierno de la República por 
Decreto-Ley N* 14.534, del 24 de junto de 1976, 


3. Las Convenciones aprobadas por CIDIP II han sido: 


1. - Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes 
cn materia de Cheques; 


2. - Convención Interamericana sobre Conflictos en Leyes 
en materia de Sociedades Mercantiles; 


3. - Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterrito- 
ríal de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros; 


4. - Convención Interamericana sobre Cumplimiento de Me- 
didas Cautelares; 
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S. - Convención Interamericana sobre Prucba e Información 
acerca del Derecho Extranjero; 


6. - Convención Interamericana sobre Normas Gencrales de 
Derecho Internacional Privado; 


7. - Convención Interamcricana sobre Domicilio de las Per- 
sonas Físicas en el Derecho Internacional Privado; 


8. - Protocolo Adicional a la Convención Interamericana 
sobre Exhortos o Cartas Rogaforias. 


También aprobadas por el Gobicrno de la República mc- 
diante Decreto-Ley N* 14.953 del 6 de noviembre de 1979, 


4, La obra de las tres CIDIP ha tenido por objeto actualizar 
a nivel interamericano la normativa convencional de los Trata- 
dos de Derecho Internacional Privado de Montevideo de 1889 
y de 1939-40, así como el Código Bustamante aprobado cn 
1928 por la Sexta Conferencia Panamericana celebrada en La 
Habana. 


En tal sentido, se trata de una codificación progresiva que 
procura, básicamente, regular los conflictos de leyes, propios 
del Derecho Internacional Privado clásico, sin perjuicio de la 
aprobación de leyes uniformes para ciertas materias del tráfico 
internacional. 


En cuanto a las materias abordadas son varias, predomina 
la materia procesal -como se advierte de la nómina de las 
Convenciones- aun cuando también se alcanzan las materias 
civil y comercial. 


5. Existe en la obra de las CIDIP una hilazón determinada 
por el objeto abordado; en este sentido, a título de ejemplo, 
adviértese que la Convención aprobada por la CIDIP II sobre la 
Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales 
Extranjeros, ha sido complementada por la Convención aproba- 
da por la CIDIP HI sobre Competencia en la Esfera Internacio- 
nal para la Eficacia de las Sentencias Extranjeras. 


Similar situación se constata en materia de Sociedades Mer- 
cantiles y Personas Jurídicas. 


6. A modo de síntesis puede señalarse: 


a. en materia procesal se ha partido de la cooperación judi- 
cial internacional a través de la Convención sobre Exhortos y 
Cartas Rogatorias (CIDIP D) para extenderse luego a la regula- 
ción de los diferentes institutos del proceso jurisdiccional en la 
esfera internacional; 


b. en cuanto a las materias sustantivas, la obra del CIDIP 
abarca los instrumentos documentarios del comercio interna- 
cional (Cheques, Letras y Facturas), y las sociedades mercanti- 
les como sujeto principal en el ámbito mercantil internacional; 
al extenderse a la Adopción Internacional de Menores, se inclu- 
ye en la obra codificadora una típica figura del Derecho Civil 
de Familia. 
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7. Tal proceso codificador se ha visto reafirmado por la 
convocatoria de la CIDIP IV (RES, AG/RES. 771 (XV-0/85) 
respecto de la cual el Gobierno uruguayo ha anunciado su 
interés en ser sede, así como por el temario provisional de ta 
reunión aprobado por el Consejo Permanente de la OEA, el que 
incluye: 


1. - Secuestro y Restitución de Menores; 
2. - Transporte Terrestre; 

3. - Contratación Internacional; 

4. - Obligaciones de Alimentos. 


Además, como un quinto punto optativo, el divorcio, 


8. Es preciso consignar que el creciente número de Estados 
ratificantes, según consta de las Tablas anexas, muestra de 
modo inequívoco la receptividad que ha tenido y tiene en los 
países del sistema interamericano la obra codificadora de la 
CIDIP. 


Igualmente, es oportuno señalar que las Delegaciones del 
Uruguay han cumplido en las tres CIDIP una destacada labor, 
teniendo a su cargo en todas cllas, algunas de las Relatorías, tal 
como se registra en el documento anexo con indicación de las 
respectivas autoridades y división de las tarcas de las Conferen- 
cias. 


Con ello no se ha hecho sino continuar una verdadera tradi- 
ción nacional en cl ámbito del Derecho Internacional Privado, 
magistralmente inaugurada por Gonzalo Ramírez en el Primer 
Congreso Sudamericano de Montevideo de 1889, seguida por 
la brillante actuación del Profesor Alvaro Vargas Guillemette 
en el Segundo Congreso de 1939-40 y llevada a un grado supe- 


rior en el campo de la construcción doctrinaria por el eximio 
4 


Profesor Quintín Alfonsín. 


9. Finalmente, es importante establecer que las Convencio- 
nes Interamericanas en vigor vienen siendo objeto de aplica- 
ción por la jurisprudencia de los distintos Estados Partes y en lo 
que refiere en particular al Uruguay, ello se advierte con fre- 
cuencia cada vez mayor en los respectivos repertorios especia- 
lizados. 


II. Análisis de las Convenciones 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
CONFLICTOS DE LEYES EN MATERIA 
DE ADOPCION DE MENORES 


D Naturaleza del instituto y finalidad de la Convención 


La adopción constituye un instituto del Derecho Privado 
cuya fuente se encuentra en la ley, que lo crea y lo regula en 
los diversos aspectos vinculados a los sujetos, modalidades y 
efectos, optando por uno u otro tipo de solución, según las 


características por las cuales se incline en definitiva la política 


legislativa de los Estados en la materia. 
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El Derecho Internacional Privado se ve convocado a la re- 
gulación de la adopción cuando la categoría en juego involucra 
a más de un Estado -y a su orden jurídico- sca en el momento 
de la constitución del vínculo, sea posteriormente en el acto de 
la invocación de su eficacia extraterritorial y, en particular, de 
sus efectos. 


En el ámbito de los países del sistema interamericano en 
general, la adopción está prevista en los derechos internos, los 
que carecen en la mayoría de los casos de normas nacionales 
sobre cl tema destinadas a resolver las cuestiones jurídicas vin- 
culadas al Derecho Internacional Privado y de modo especial, 
la cuestión de la ley y jurisdicción competente. Es por ello que 
la Convención pretende llenar dicho vacío de previsión norma- 
tiva con referencia al área internacional interamericana, sin que 
ello implique en modo alguno fijar pautas políticas nacionales 
o internacionales en relación a la adopción, ni fomentándola ni 
descchándola como solución. 


Es preciso indicar aquí que la ley de la residencia habitual 
del menor, de conformidad con la Convención, rige la capaci- 
dad, consentimiento y demás requisitos para ser adoptado, así 
como los procedimientos y formalidades extrínsecas para la 
constitución del vínculo. 


Queda garantizada de este modo la incumbencia, decisiva, 
del país del adoptado y sus propias políticas en materia de 
adopción internacional de menores. 


H) Antecedentes de la Convención de La Paz 


El Cuarto Congreso Panamericano del Niño, celebrado en 
Santiago de Chile cn 1924, invitó a los gobiernos americanos a 
incorporar a sus legislaciones la adopción de menores, como 
una institución favorahle al adoptado y no sólo como medio de 
proveer descendencia. 


En las décadas de los años treinta y cuarenta se apruchan 
las primeras leyes en la materia y en Francia, en 1939, 


Este tipo de adopción plena cuya característica esencial es 
romper el vínculo anterior al tiempo que crea uno nuevo de 
carácter irrevocable, se incorpora a nuestro sistema posilivo cn 
1945, 


Este instituto se prevé en los textos internacionales intera- 
mericanos aún antes de su consagración en los derechos inter- 
nos de los Estados latinoamericanos, En 1928, el Código de 
Bustamante aprobado en la Habana (Sexta Conferencia Pana- 
mericana) trata de la adopción internacional en los Arts. 73 a 
77. También el Tratado de Derecho Civil Internacional de Mon- 
tevideo de 1940 hace lo propio en los Arts, 23 y 24. 


A pesar de que a partir de la década del 40 adquiere incre- 
mento la adopción internacional por razones de índole diversa 
(disolución familiar, pobreza crítica, guerras y violencia, ctc.), 
la Décima Asamblea General de la OEA, reunida en Washing- 
ton resuelve incluirlo como tema de la CIDIP IM. En 1981, la 
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Undécima Asamblea General, reunida en Santa Lucía apoya la 
iniciativa del Instituto Interamericano del Niño de llevar a cabo 
una reunión con el cometido de examinar el tema, la que tiene 
lugar en Quito en 1983. En ella, grupos de trabajo interdiscipli- 
narios (médico, sociológico y jurídico) intercambiaron valiosa 
información y llegaron a conclusiones que constituyeron el fun- 
damento de la regulación posterior. El grupo de Derecho Inter- 
nacional Privado optó por utilizar como documento básico de 
trabajo el preparado por el experto uruguayo, el que incluía un 
proyecto de Convención Interamericana de normas de conflicto 
que fue aprobado con algunas modificaciones. El proyecto de 
Quito fue clevado a consideración del Comité Jurídico Intcra- 
mericano, el que en su período de sesiones de enero de 1984 
aprobó un proyecto sobre conflicto de leycs en materia de 
adopción de menores. Este úllimo proyecto, así como el de 
Quito y el presentado por la delegación uruguaya, constituye- 
ron los documentos básicos sobre los que trabajó la respectiva 
Comisión en La Paz más los que luego se agregaron, uno de 
Argentina, y otro de Nicaragua en materia de nacionalidad del 
adoptado. 


HI. Examen de la Convención 


MT.1. Ambito de aplicación de la Convención y defini- 
ción de la adopción internacional 


El Art. 1% dispone que la Convención “se aplicará a la 
adopción de menores bajo las formas de adopción plena, legiti- 
mación adoptiva y otras instituciones afines, que cquiparan al 
adoptado a la condición de hijo cuya filiación esté legalmente 
establecida, cuando cl adoptante (o adoptantes) tenga su domi- 
cilio en un Estado Parte y el adoptado su residencia habitual en 
otro Estado Parte”. 


Esta fórmula -a la vez que señala el carácter internacional 
de la categoría en relación a la conexión domicilio o residencia 
en su caso- favorece las llamadas adopciones plenas y afines, 
habida cuenta del inconveniente de la revocación de tales actos 
en la esfera internacional, 


No obstante, el Art. 2* dispone que cualquier Estado Pante, 
cn el momento de la firma, ratificación o adhesión, puede de- 
clarar que extiende su aplicación a cualquier otra forma de 
adopción internacional de menores, de modo de posibilitar por 
esta vía, la cxtensión de la Convención también al tipo de 
adopciones simples. La fórmula resulta lógica en un sistema de 
conflicto donde en definitiva resulta aplicable la ley nacional 
escogida, aunque cabe señalar que la moderna tendencia, como 
en la Convención de Estrasburgo de 1968, lleva al desplaza- 
miento de la adopción simple por ta plena. 


También pueden los Estados Partes “en todo momento”, 
como señala el Art. 20, extender la Convención a las adopcio- 
nes puramente internas, en las que adoptante y adoptado tienen 
residencia en un mismo Estado “cuando de las circunstancias 
del caso concreto, a juicio de la autoridad interviniente, resulte 
que el adoptante (o adoptantes) se proponga constituir domici- 
lio en otro Estado Parte después de constituida la adopción”. 
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El Art. 25 por su parte establece el efecto extraterritorial de 
pleno derecho de las adopciones internas, cuando adoptante y 
adoptado residan en un mismo Estado “sin perjuicio de que 
tales efectos se rijan por la ley del nuevo dor:icilio del adop- 
tante (o adoptantes)”. 


M1.2 La ley aplicable 


El Tratado de Derecho Civil de Montevideo 1: 1940 consa- 
gra en el Art. 23, una solución de tipo acumulativo y regula la 
adopción internacional por las “leyes de los domiciliw de las 
partes en cuanto sean concordantes, con tal de que el acto 
conste en instrumento público”. 


La Convención de La Paz se aparta de este antecedente y 
distribuye entre la ley de la residencia habitual del menor y la 
del domicilio del adoptante la regulación de las condiciones de 
fondo de la adopción, atribuyéndoles respectivamente, “la ca- 
pacidad, consentimiento y demás requisitos para ser adopta- 
do...” por un lado y “a) la capacidad para ser adoptante; b) los 
requisitos de edad y estado civil del adoptante; c) el consenti- 
miento del cónyuge del adoptante... y d) los demá: requisitos 
para ser adoptante”, por el otro (Arts. 3? y 49), 


En cuanto a “los procedimientos y formalidades cxtrínsecas 
necesarias para la constitución del vínculo” el Art. 3% los some 
te a la ley de residencia habitual del menor; solución conve- 
niente pues cesta última es a la vez la “lex fort”, ya que la 
competencia para el otorgamiento de las adopciones se atribu- 
ye por el Art. 15 a las autoridades del mismo Estado. 


La Convención se inclina por la ley del adoptado, atendien- 
do a las soluciones normativas señaladas; dicha opción se co- 
rrobora en el mismo Art. 4* precitado ín fine, cuando establece 
que “en el supuesto de que los requisitos de la ley del adoptante 
(o adoptantes) scan manifiestamente menos estrictos a los seña- 
lados por la ley de la residencia habitual del adoptado, regirá la 
ley de éste”. Se señaló la ventaja de esta solución, pues al ser la 
ley escogida la del adoptado, se minimiza la posibilidad de 
aplicación del orden público internacional, que pudiere surgir 
por incompatibilidad entre las reglas vinculadas al menor y las 
del adoptante. 


ME.3 La jurisdicción competente 


Las disposiciones relativas a la competencia intemaciona) 
se circunscriben a efectuar su distribución en el espacio, ob- 
viando un pronunciamiento acerca de las autoridades compe- 
tentes para el otorgamiento de las adopciones en cada Estado, 
tal como se efectuara en la Reunión de Expertos de Quito. 


Los Arts, 15 y 16 establecen que el otorgamiento, la anula- 
ción y la revocación de la adopción son de la competencia de 
las autoridades del Estado de la residencia habitual del adopta- 
do. 


Esta solución se aparta de los precedentes de la Reunión de 
Expertos de Quito y det Proyecto del Comité Jurídico Intera- 
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mericano, en tos que resultaban competentes las autoridades de 
los Estados de residencia habitual del adoptado y del adoptan- 
te, sea a opción del promotor de la adopción -en uno de los 
proyectos- o bajo otras alternativas. 


La regla finalmente aprobada implicaría cl traslado de los 
adoptantes para concretar la adopción o constituir apoderados 
que Jleven a cabo las gestiones pertinentes, Esta última modali- 
dad -no prevista en la Convención- suscitó controversias, aun- 
que cabe concluir de una interpretación contextual e histórica 
que ésta no prohibe la adopción por poder y que correspondería 
a la ley de residencia habitual del menor resolver acerca del 
punto, si se opta por una calificación que permita encuadrarla 
dentro de los procedimientos y formalidades previstos cn cl 
Art. 3% 


En cuanto a la conversión de la adopción simple en plena, 
cabe indicar aquí que son competentes las autoridades del Esta- 
do de residencia habitual del adoptado al momento de la adop- 
ción o las del Estado donde tenga domicilio el adoptante o das 
del Estado donde tenga domicilio el adoptado cuando incga 
domicilio propio al momento de pedirse la conversión (Art. 16 
inc. 2). 


Los jueces del domicilio del adoptante, mientras el adopta- 
do no constituya domicilio propio decidirán las cuestiones rela- 
tivas a las relaciones entre adoptado y adoptante y entre las 
respectivas familias. 


HI.4 Los efectos de la adopción 


Los artículos 9%, 10 y 11 prevén el régimen de los efectos 
de la adopción internacional, cn una fórmula que supera tanto a 
la Convención de La Haya cn 1964, que ignoró el punto, como 
a los Tratados de Montevidco de 1940, respecto del cual sur- 
gieron dudas interpretativas en cuanto a la eventual regulación 
implícita de dichos efectos en su formulación normativa. 


Al respecto, la Convención regula: 


- las relaciones de adoptante y adoptado en las adopciones 
plenas o equivalentes se regulan por la misma ley que rige las 
relaciones del adoptante (o adoptantes) con su familia legítima, 
incluyendo las relaciones alimentarias (Art. 9%), 


- en las restantes formas de adopción rige la ley del domici- 
lio del adoptante en las relaciones entre adoptante y adoptado; 
las relaciones entre este último y su familia de origen se regu- 
lan por la ley de residencia habitual del menor al momento de 
la adopción. 


- el Art. 1 inc. 2 establece que la adopción plena o equiva- 
lente equipara el hijo adoptivo al legítimo, norma de tipo mate- 
rial que impondría, para los Estados Partes, una modificación 
eventual en su legislación sucesoria. En cuanto a la ley aplica- 
ble a los derechos sucesorios entre adoptante y adoptada, el 
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inc. 1 del mismo artículo dispone que se regulará por la ley de 
las respectivas sucesiones. Los impedimentos para contraer ma- 
trimonio no fueron objeto de previsión especifica, simplemente 
se menciona que subsisten entre cl adoptado y su familia de 
origen (Art. 92 b), Ello autoriza a interpretar que se regirían por 
la ley de la celebración, ya que es ésta la conexión por la que 
optaron nuestro sistema de Derccho Internacional Privado na- 
cional y los Tratados de Montevideo. 


- el Art, 9* b dispone que los vínculos entre el adoptado y su 
familia de origen “se considerarán disucltos”, norma material 
que pone fin a toda discusión al respecto y torna irrelevante la 
cuestión relativa a sí dicha ruptura integra los efectos de la 
adopción. 


IIL.5 Revocación, anulación y conversión 


Sólo son revocables las adopciones simples, aspecto que se 
somete a la ley de residencia habitual del adoptado al momento 
de la adopción (Art. 12). 


La anulación se rige por la ley de su otorgamiento -la de la 
residencia habitual del adoptado- “velándose por los intereses 
del menor de conformidad con el Art. 19 de Ja Convención” 
(Art, 14). El Art, 19 establece una solución “favor negotil” en 
favor de la validez de la adopción y en beneficio del adoptado, 
disponiéndose además -en consonancia con la Convención so- 
bre Normas Gencrales de Montevideo de 1979- que las Icyes 
aplicables “se interpretarán armónicamente”. 


Se prevé la posibilidad de conversión de adopción simple 
en adopción plena, figura que tiende a favorecer las formas 
plenas de adopción y tiene antecedentes en los precilados docu- 
mentos que sirvieron de antecedente a la Convención (Art. 13). 
Ella se regirá, a elección del actor, por la ley de residencia 
habitual del adoptado -al momento de la adopción- o la del 
Estado donde tenga domicilio el adoptante -al momento de 
pedirse la conversión- conformidad mediante del menor de más 
de 14 años. 


IIL6 La eficacia extraterritorial de las adopciones internas 


La Convención consagra el efecto de pleno derecho de las 
adopciones internas en todos los Estados Partes (Ari. 25). Se 
resuelve con ello un problema frecuente, en una solución -ley 
del nuevo domicilio del adoptante- que difiere de la prevista 
para los efectos de la adopción internacional plena, cuya ley 
aplicable es la misma que rige las relaciones del adoptante con 
su familia legítima (la cual podría no ser la del domicilio del 
adoptante). Tendríamos entonces una ley diversa para los cfec- 
tos, según fuera la adopción interna o internacional. 


En cuanto a los efectos de pleno derecho de estas adopcio- 
nes, serían las consustanciales a la institución, como el paren- 
tesco, el nombre, la patria potestad, el derecho alimentario, los 
impedimentos matrimoniales. 
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111.7 La institución desconocida y el orden público inter- 
nacional 


El Art. 5* establece que las adopciones surtirán efectos de 
pleno derecho en los Estados Partes, sin que pueda invocarse la 
excepción de institución desconocida. Se avanza aún más que 
en la prealudida Convención sobre Normas Generales de 1979, 
que condiciona el mecanismo al criterio de la analogía. Aunque 
cabe advertir que resulta obvio que no podría darse el caso de 
que la adopción fuere desconocida por los Estados cuyas leyes 
intervienen en su constitución, aspecto que fuera así consigna- 
do en los antecedentes. 


La fórmula del orden público (Art. 18) es similar a la reco- 
gida en las restantes Convenciones del ámbito de las CIDIP, 
aunque cabe destacar ciertas limitaciones específicas, como en 
el Art. 5%, en el Art. 4% in fine (requisitos para adoptar), el 
referido Art. 19, etc. 


CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE PERSO- 
NALIDAD Y CAPACIDAD DE LAS PERSONAS JURIDI- 
CAS EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 


ID) El campo de aplicación de la Convención 


La Convención abarca tres grandes categorías de personas 
jurídicas, las personas jurídicas privadas, el Estado y las perso- 
nas jurídicas de derecho público actuando en actividad privada 
y las personas jurídicas internacionales, cuya regulación y Ca- 
racterísticas pasaremos a analizar seguidamente. 


ID Las personas jurídicas privadas 
11.1. Ambito pasivo y definición 


El Art. 1% se refiere a las personas jurídicas en gencral, 
constituidas en los Estados Partes, aunque la sede o domicilio 
se halle en un Estado no parte. El mismo artículo introduce una 
definición uniforme de la persona jurídica, con la ventaja de 
que la misma podría ser aplicada a las relaciones con los Esta- 
dos no signatarios en los casos ante los tribunales de un Estado 
signatario. Sería persona jurídica “toda entidad que tenga exis- 
tencia y responsabilidad propias”, “distintas a las de sus micm- 
bros o fundadores” y que “sea calificada como persona jurídica 
por la ley de su constitución”. El Art. 1% in fine refiere a 
“categorías especiales de personas jurídicas” que podrán regu- 
larse por “convenciones específicas”. Es éste el caso de la 
Convención sobre Sociedades Mercantiles de 1979 que regula 
ese tipo de personas jurídicas y que debe integrar sus eventua- 
les vacíos o lagunas dentro de su propio sistema; no así respcc- 
lo de las sociedades civiles -excluidas del campo de aplicación 
de la mencionada Convención sobre Sociedades- las que, si 
fueren personas jurídicas, entrarían en el ámbito de aplicación 
de la Convención sobre personas jurídicas en análisis. 


11.2. La “circunstancia de aplicabilidad” 


La constitución en alguno de los Estados Parte es la cir- 
cunstancia que hace aplicable la Convención, aspecto denom:- 
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nado por la doctrina en el campo del derecho material unifor- 
me internacional como “circunstancia de aplicabilidad”. Natural- 
mente que ello es diferente del factor de conexión o conexión, en 
sentido estricto, propio de las normas en conflicto -mayoría de 
los Tratados de Montevideo, por ejemplo- que lleva a la deter- 
minación de la ley aplicable, sin regular por sí la relación, 
aunque la precitada circunstancia resulta especialmente útil, en 
cuanto señala con precisión los casos que en definitiva se “co- 
nectan” con la Convención por inclusión preceptiva de su ám- 
bito de aplicación. 


11.3. El lugar de la constitución 


Se reitera -en el método empicado y en sus términos especí- 
[icos- la definición de la “Icy del lugar de constitución” de la 
Convención de Sociedades Mercantiles de 1979, en cuanto cl 
Art. 2? dispone que aquélla es “la del Estado donde se cumplan 
los requisitos de forma y fondo requeridos para la creación de 
dicha persona”, 


En consecuencia, la Convención no sería aplicable a las 
personas jurídicas que, teniendo su sede social en un Estado 
Parte, han sido constituidas en un Estado no Parte. Situación 
diversa ocurre cuando cl lugar de constitución y de sede se 
encuentran en Estados diferentes, pero ambos Estados son par- 
tcs de la Convención. Para este caso se prevé -de modo cquiva- 
lente a como ocurre en la precitada Convención sobre Socieda- 
des Mercantiles- la posibilidad de que la persona jurídica sea 
obligada a cumplir con los requisitos de la ley de la sede (ArL 
59), con la finalidad de impedir, en ambas Convenciones, cl 
fraude a la ley. 


Es destacable que cl relieve asignado al lugar de constitu- 
ción se proyecta en forma significativa sobre la ley aplicable a 
la personalidad y a la capacidad, aspectos que, tal como se verá 
a continuación, conllevan un retorno a la fórmula del Tratado 
de Derecho Civil de Montevideo de 1989 y el abandono de la 
del Tratado de 1940. 


11.4. La existencia y capacidad 


Se trabajó sobre la base del proyecto del Comité Jurídico 
Interamericano y de un proyecto presentado por la delegación 
uruguaya que tuviera decisiva influencia sobre cl texto final 
aprobado. 


La existencia y capacidad se someten a la ley del lugar de 
constitución, la que también abarca el funcionamiento, disolu- 
ción y fusión (Art. 2%). La norma aprobada es más amplia que 
la propuesta por el Comité y que la Convención de Sociedades 
Mercantiles de 1979, ya que ninguna de ellas es aplicable a la 
fusión. La mención del “funcionamiento” se vincula puramente 
al interno, ya que el ejercicio de la actividad está previsto en el 
Art. 42. 


ILS. El reconocimiento 


También cn este punto, se aprecia su equivalencia de solu- 
ciones respecto de la Convención sobre Sociedades Mercantiles 
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de 1979. Se consagra en el Art. 3? el reconocimiento de pleno 
derecho, sin perjuicio de la facultad de comprobación de la 
existencia de la persona jurídica. La norma resulta adecuada y 
coherente con un sistema jurídico que adopta como ley regula- 
dora la de constitución. 


IL6. La capacidad de ejercicio 
a. La ley aplicable 


El Art. 4* dispone que “para el ejercicio de actos compren- 
didos en el objeto social de las personas jurídicas privadas, 
regirá la ley del estado donde se realicen tales actos”. Aunque 
con intención similar, resulta más precisa la fórmula adoptada 
en la Convención de Sociedades Mercantiles donde se dispone 
que la ley del lugar de actuación regula la capacidad de ejerci- 
cio. La redacción de 1984 podría inducir en confusión en cuan- 
to aparece como regulado por dicha ley “el ejercicio de actos” 
y no la capacidad misma, siendo ésta la interpretación adecua- 
da, tal como surge de los antecedentes. 


b. El ejercicio directo o indirecto: acertada eliminación 
de la distinción 


Luego de un amplio debate se resolvió no incorporar la 
distinción recogida en el Art. 42 de la Convención sobre Socie- 
dades Mercantiles. La multiplicidad de casos de dudosa inclu- 
sión abarcados para la calificación de ejercicio “indirecto” pro- 
vocaron críticas y complejidades interpretativas respecto de aque- 
lla designación, circunstancia que determinó la vuelta a fórmu- 

las anteriores, en las que dicha distinción no se recogía. 


c. La supresión de la habitualidad 


En este aspecto sí, se reitera la solución de la Convención 
sobre Sociedades Mercantiles que recoge la fórmula de los 
Tratados de Derecho Civil de Montevideo de 1889 y deja de 
lado la de 1940, por fundamentos análogos a los expresados en 
IV 2. La dificultad de precisar el alcance de “ejercicio habi- 
tual” auspicia su eliminación y coloca en manos de la jurispru- 
dencia la identificación concreta de cuando se verifica el “ejer- 
cicio de actos comprendidos en el objeto social”, 0, meramen- 
tc, se trate de actos preparatorios. 


11.7 La representación 


El Art. 6* contempla la actuación de representantes “fuera 
del lugar de constitución de la persona jurídica, modalidad 
natural de actuación dentro del reconocimiento de pleno dere- 
cho que la propia Convención prevé y dispone acerca de la 
legitimación procesal del representante de la persona jurídica 
para responder de pleno derecho a los reclamos y demandas 
que contra ellas pudicran intentarse con motivo de los actos en 
cuestión”. 

II) El Estado y demás personas jurídicas de Derecho 
Público 


Al Derecho Internacional Privado siempre le preocupó la 
cuestión del Estado extranjero actuando como sujeto de Dere- 
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cho Privado. Ello estaba previsto ya en el Tratado de Montevi- 
deo de Derecho Civil de 1889 (Art, 3%) y en el mismo de 1940 
(Art. 3%) extendiéndolo a las “demás personas jurídicas de dere. 
cho público extranjeras”. 


La Convención asegura el reconocimiento de pleno derecho 
de la personalidad jurídica del estado y personas de derccho 
público (Art. 7%) sometiéndola a dos limitaciones: las restric- 
ciones establecidas por la ley local y, en particular, las relativas 
a actos jurídicos referentes a derechos reales. Además, se salva- 
guarda el derecho a invocar la inmunidad de jurisdicción (Art. 
7% in fine). La Convención se limita a sentar cicrílas pautas muy 
generales, ya que la fijación de los límites de los derechos y 
obligaciones a que puedan estar sujetos los Estados extranjeros 
es competencia de la ley local, la cual será, en definitiva, la 
que determinará la extraterritorialidad de pleno derecho de la 
personalidad jurídica en cada caso. 


El Estado extranjero no está en principio sujeto a admisión: 
de ahí la importancia de identificar sus potestades, como sujoto 
de derccho. 


Cabe aclarar que cuando la actividad estatal se reálico 
través de una sociedad mercantil, dicha actividad no estaría 
regulada por la Convención de 1984 sino por la de 1979 sobre 
Sociedades Mercantiles, que no distingue entre sociedades pri- 
vadas y públicas. 


TV) Las personas jurídicas internacionales 
1V.1. Alcance extensivo de la categoría 


El Art. 8* sigue, en este tema, los conceptos básicos de ius 
proyectos del Comité Jurídico Interamericano, en especial el de 
1983 que contempla a las personas jurídicas internacionales 
emanadas de resoluciones de un Organismo Internacional, 


En atención a sus antecedentes, el referido artículo tendría 
el alcance que sigue: 


a) Comprende a los “sujetos secundarios” o derivados del 
acuerdo entre Estados. 


b) Se trata de sujetos públicos en virtud del nexo que man- 
tienen, por su génesis, con los Estados. Estarían, en ciertos 
aspectos, regulados por el Derecho Internacional Público, sin 
perjuicio de que la Convención los abarque en su calidad de 
sujetos de Derecho Internacional Privado. 


c) La personalidad jurídica los convierte en entes indepen- 
dientes respecto de su Estado de creación y pueden, en conse- 
cuencia, relacionarse con aquéllos o con otros Estados, 


d) La Convención les atribuye personalidad jurídica de ple- 
no derecho en los Estados Parte, aunque ella no surja del ins 
trumento constitulivo, 


e) Entrarían en el campo de aplicación de la Convención, 
de modo amplio, todos los sujetos de derecho público surgidos 
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del acuerdo entre los Estados o de resoluciones de un Organis- 
mo Internacional, seca éste de naturaleza política (OEA) o de 
otra índole (ALADI, Comisión Técnica Mixta de Salto Grande, 
Yaciretá, etc.). 


DN No quedarían comprendidas las organizaciones interna- 
cionales no gubernamentales cuya inclusión en el Proyccto del 
Comité Jurídico Interamericano fuera expresamente rechazada, 
Quedarían no obstante, incluidas en la Convención, las perso- 
nas interetáticas, si éstas fueren resultado de un acuerdo entre 
Estados y no exclusivamente de las propias personas jurídicas 
entre sí. 


IV.2, El Derecho aplicable 
a. La ley aplicable a la personalidad y a la vida interna 


El estatuto regulador de las personas jurídicas intemaciona- 
les surge del contenido del acuerdo internacional o de la reso- 
lución que las crea. En consecuencia, se aplicará una ley nacio- 
nal en tanto el acto constitutivo así lo determine. Dicha posibi- 
lidad no será, en este caso, consecuencia de un conflicto de 
leyes. 


La vida interna de la persona jurídica sc sujetará a dicho 
acto constitutivo exclusivamente o complementado por desa- 
rrollos jurídicos posteriores vinculados al desenvolvimiento de 
la actividad de la propia entidad, cuando ello sea permitido. 


b. La ley aplicable al ejercicio 


La Convención dispone que estas entidades revisten, en 
todos los Estados Parte, la condición de sujetos de derecho 
privado; pueden actuar, en consecuencia, del mismo modo que 
las personas jurídicas privadas. Habida cuenta de que estas 
personas jurídicas pueden ser creadas por dos o más Estados 
Parte, pero no necesariamente por todos queda abicría a la 
práctica la actitud de estos terceros países cuando las personas 
jurídicas actuaren en éstos, ya que la Convención guarda silen- 
cio al respecto, 


V) Conclusiones 


En síntesis: se trata de una Convención que ajustándose a 
criterios aceptados doctrinariamente tiende a establecer dentro 
del sistema interamericano, normas ciertas y adecuadas con 
relación a la personalidad y capacidad de las personas jurídicas 
en el ámbito del Derecho Internacional Privado. 


CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
COMPETENCIA EN LA ESFERA INTERNACIONAL 
PARA LA EFICACIA EXTRATERRITORIAL DE LAS 
SENTENCIAS EXTRANJERAS 


D Antecedentes 


La Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterrito- 
sial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, suscrita 
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en Montevideo en 1979 exigía como requisito procesal básico 
que el juez o tribunal sentenciador tuvicra competencia en la 
esfera internacional para conocer y juzgar del asunto de acucr- 
do con la ley del Estado donde la sentencia deba surtir efecto 
(Art. 2% inciso d). 


Dicha norma no conformó a la totalidad de los Estados 
participantes de la CIDIP U, al supeditar la cficacia extraterri- 
torial del fallo a las soluciones que en materia de competencia 
hubiera establecido cl Estado receptor. 


La nueva Convención aprobada en La Paz en 1984 tiene 
por finalidad posibilitar la debida aplicación de la Convención 
de 1979, evitando conflictos de jurisdicción entre los Estados 
Parte del sistema interamericano, mediante normas expresas 
vinculantes sobre competencia internaciona!. 


Al pretender cumplirse en otro Estado contratante la senten- 
cia que pone fin a un litigio, cl juez del Estado receptor deberá 
apreciar -con arreglo a normas internacionalcs- sí el juez de la 
causa cra competente al dictar el fallo. 


Para el estudio del tema la CIDIP II tuvo especialmente 
en cuenta los documentos elaborados por la Primera Reunión 
de Expertos en Derecho Internacional Privado -celebrada cn 
Washington en abril de 1980- el proyecto de Convención ela- 
borado por el Comité Jurídico Interamericano en 1982, y las 
modificaciones propuestas por la Delegación del Uruguay en la 
Conferencia, basadas en los estudios efectuados por la Sala de 
Derecho Internacional Privado del Instituto de Derecho y Rela- 
ciones internacionales de la Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales de Montevidco. 


II) Características generales de la Convención 


A diferencia del sistema global, regulador de la compelen- 
cia internacional directa e indirecta, se ha aceptado un sistema 
especial, regulador de la temática al exclusivo efecto del reco- 
nocimiento y ejecución de las sentencias extranjeras. 


Indice elocuente del gradualismo de la codificación intera- 
mericana contemporánea del Derecho Internacional Privado. 


La Convención revela un intento de acercamiento entre las 
soluciones del sistema del Derecho Civil y del “Common Law”, 
lo que se refleja en algunas soluciones acordadas y en signifi- 
cativas exclusiones. 


Se trata, asimismo, de una Convención independiente y au- 
tónoma, pudiendo los Estados que lo deseen ser únicamente 
partes en esta Convención de La Paz, sin quedar al mismo 
tiempo obligados a ratificar la Convención aceptada por la 
CIDIP UH. Sin perjuicio de que aquellos Estados que deseen 
vincular ambos instrumentos y complementarlos puedan hacer- 
lo a través de la declaración del artículo 12. 


La Convención es, en principio, favorable a aceptar crite- 
rios alternativos de competencia, admitiéndose con flexibilidad 
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diversas posibilidades de actuación judicial. Como excepción 
se admiten criterios exclusivos para los accionamientos reales 
sobre bienes inmucbles y para aquellos derivados de la contra- 
tación mercantil internacional en que se haya pactado válida- 
mente la jurisdicción. 


Las normas acordadas son subsidiarias, en el sentido de que 
son aplicables si no coexisten otras -convencionales o consue- 
tudinarias- más amplias y generosas (Art, 8%). 


Finalmente, se trata de una reglamentación fragmentaria 
que se limita exclusivamente a las situaciones que contempla, 
sin posibilidades de extenderse a Jas materias excluidas y sin 
pretensiones de configurar una normativa completa y exhausti- 
va de la jurisdicción internacional indirecta (Art. 6?, acápite). 


TI) Alcance de la Convención 


La Convención se aplica a las sentencias judiciales extran- 
jeras en general, sean éstas constitutivas declarativas o de con- 
dena. Quedan excluidos los laudos o sentencias arbitrales en 
tanto la Convención no rige en materia de arbitraje (Art. 6? 
literal 3). 


Los Estados Partes están facultados a extender cl alcance de 
la misma a las resoluciones que terminen el proceso, a las 
dictadas por autoridades que ejerzan alguna función jurisdic- 
cional y a las sentencias penales en cuanto se reficran a la 
indemnización de daños y perjuicios derivados del delito. 


Nuestro país no hizo uso de esta misma facultad al momen- 
to de ratificar la Convención de 1979 sobre Eficacia Extraterri- 
torial de Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, caducan- 
do una posibilidad de extensión que en dicha Convención se 
justificaba. 


No resulta aconsejable, sin embargo, extender el ámbito de 
esta Convención de 1984 en tanto los criterios de competencia 
indirecta de la misma no han sido pensados para actos de juris- 
dicción voluntaria ni tampoco existe base jurisdiccional que 
contemple los efectos civiles de las sentencias penales. 


IV) Ambito espacial y material de aplicación 


Se circunscribe en forma precisa el ámbito geográfico en el 
artículo primero de la Convención, comprendiéndose a las sen- 
tencias dictadas por un Órgano jurisdiccional de un Estado Par- 

te, 


Dicho marco regional no descarta la posibilidad de alcan- 
zarsc eventualmente a aquellas sentencias extrarregionales dic- 
tadas en cualquier otro Estado ajeno al sistema interamericano, 
que se haya adherido a la Convención. 


La Convención se aplicará exclusivamente a los fallos dic- 
tados en materia civil o comercial -no obstante no haberlo 
indicado de modo expreso- quedando excluidos los fallos en 
cuestiones laborales (Art. 6*, literal g). 
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Se eliminan del ámbito de la Convención, de acuerdo al 
artículo 6* determinadas materias, como por ejemplo, capaci- 
dad de las personas físicas, divorcio, sucesión testamentaria o 
intestada, daños y perjuicios de naluraleza extracontractual, cues- 
tiones marítimas y aércas, etc. 


Las materias excluidas, en su casi totalidad, se inspiran en 
las Convenciones sobre competencia y ejecución de decisiones 
del Mercado Común Europeo de 1968 y 1970 y de La Haya de 
1971, así como en el Convenio Franco-Español de 1969, instru- 
mentos todos ellos limitativos del campo de su aplicación ma- 
terial. 


Se ha buscado evitar áreas muy complejas y sumamente 
sensibles al orden público de los Estados, en las que también 
los sistemas del “Common” y “Civil Law” varían sustancial - 
mente. 


Algunas de las categorías excluidas como las pensiones ali- 
menticias y la responsabilidad extracontractual deberán ser con- 
templadas en una próxima instancia codificadora, encontrándo- 
se incluidas cn cl temario tentativo de la CIDIP EV. 


V) Análisis de los criterios de competencia indirecta 


La Convención clasifica en cuatro secciones, los criterios 
de competencia indirecta aceptados, tomando como base la 
naturaleza de las accioncs: 


A. Acciones personales de naturaleza patrimonial; 

B. Acciones reales sobre bienes muebles corporales; 

C. Acciones reales sobre bienes inmuebles; y 

D. Acciones derivadas de contratos mercantiles interna- 
cionales. 


A. Acciones personales de naturaleza patrimonial 


Siguiendo una terminología ya empleada en el Tratado de 
Derecho Civil Internacional de Montevideo de 1940 (Art. 56 
inc. 3%) se prevén en esta sección cuatro supuestos que dicen 
relación con las especiales características del demandado o con 
sus actitudes procesales en el juicio. 


Tratándose de personas físicas se acepta el criterio tradicio- 
nal del domicilio o residencia habitual del demandado, de ple- 
na adaptación en los distintos sistemas jurídicos coexistentes en 
la región. El texto aprobado sigue los lineamientos de la Con- 
vención Interamericana sobre Domicilio de las Personas Físicas 
en el Derecho Internacional Privado, aprobada en la CIDIP II, 
que al identificar el domicilio con el lugar de la residencia 
habitual de la persona sc pliega a la concepción objetiva. 


Siendo un criterio de competencia cn la esfera internacio- 
nal, y no de competencia interna del órgano interviniente resul- 
ta acertada la precisión establecida de que se requiere el domi- 
cilio en el territorio del Estado Parte donde fue pronunciada la 
sentencia. 
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Para el caso de acciones contra personas jurídicas, socieda- 
des civiles o comerciales de carácter privado se sigue también 
el criterio del domicilio, el que se identifica con el lugar del 
establecimiento principal. Se acepta también como criterio al- 
ternativo -para ambas formas societarias- el lugar de constitu- 
ción de la sociedad. 


Aunque no existe definición en el propio documento del 
sentido a darse a la expresión “establecimiento principal” del 
análisis de las deliberaciones emana que fue admitida como 
equivalente a “sede de la administración central”, coincidente- 
mente con el Art 5% de la Convención Interamericana sobre 
Conflictos de Leyes en materia de Sociedades Mercantiles de 
1979, 


Quedan excluidas del ámbito de la Convención las socicda- 
des de carácter público, obviándose indirectamente un pronun- 
ciamiento sobre el delicado tema de la inmunidad de jurisdic- 
ción. 


Se prevén también los accionamientos contra sucursales, 
agencias o filiales de sociedades civiles o mercantiles de carác- 
ter privado, estableciéndose como base de jurisdicción válida el 
lugar en donde se realizan las actividades, objeto de las respec- 
tivas demandas. La norma implica un desarrollo especial del 
principio gencral del domicilio para el caso concreto, en armo- 
nía con la solución dada por el Art. 32 inc. 22 del Tratado de 
Derecho Comercial Terrestre Internacional de Montevidco de 
1940, que las considera domiciliadas en el lugar en donde fun- 
cionan y sujetas a la jurisdicción de las autoridades locales en 
lo concerniente a las operaciones que allí practiquen. 


Finalmente, en materia de fueros renunciables se admite la 
autonomía de la voluntad como criterio atributivo de jurisdic- 
ción, pero limitada exclusivamente a la prórroga “post litem”, 
requiriéndose que el demandado haya consentido expresamente 
por escrito la competencia del juez o implícitamente a través 
de su comparecencia en el juicio sin cuestionar la misma. 


B. Acciones reales sobre bienes muebles corporales 


La naturaleza de los bienes tiene influencia en la determi- 
nación de los jueces que deben conocer en las acciones reales 
que recaigan sobre los mismos, 


Tratándose de bienes muebles corporales la Convención es- 
tablece criterios alternativos, aceptando el tradicional que atri- 
buye competencia a los jueces del lugar en que se encuentren 
situados al momento de la demanda, así como tos criterios 
vigentes en materia de acciones personales patrimoniales (Sec- 
ción A del artículo 19). 


Quedan excluidos del ámbito de la Convención los bienes 
muebles incorporales, de más difícil localización y regulados 
normalmente por convenciones específicas. 


C. Acciones reales sobre bienes inmuebles 


Ea Convención recoge como criterio de competencia exclu- 
sivo en esta materia el del territorio del Estado Parte en que se 
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hayan encontrado situados los bienes inmuebles, al momento 
de entablarse la demanda. Temperamento ya aceptado por los 
Tratados de Montevideo y el Código de Bustamante, y en ge- 
neral en el Derecho Comparado. 


No se tienen en cuenta, en cambio, a las acciones mixtas, 
por entenderse que esta clasificación podría no encontrar exac- 
ta ubicación dentro del sistema del “Common Law”. 


D. Acciones derivadas de contratos mercantiles interna- 
cionales 


De modo excepcional la Convención recoge la autonomía 
de la voluntad como basc atributiva de jurisdicción. Se estable- 
cen límites expresos atinentes a la materia, en tanto el criterio 
se admite sólo en el ámbito de la contratación mercantil inter- 
nacional. La razonabilidad de la conexión entre la jurisdicción 
elegida y el objeto de la controversia y la ausencia de abusos 
en la determinación del Juez, como criterios restrictivos de la 
autonomía de las partes, quedan sujetos a la apreciación judi- 
cial, la que opera tanto en el proceso original como en la ctapa 
de reconocimiento o ejecución del fallo. 


VD Jurisdicción de emergencia 


Se incorpora un nuevo criterio de competencia indirecta, 
pensado para situaciones extremas en que existen conflictos 
negativos de jurisdicción internacional y determinado órgano 
judicial asume competencia para evitar denegación de justicia. 


La apreciación de las circunstancias en que asumió compe- 
tencia el tribunal que dictó la sentencia quedará siempre a 
criterio del tribunal requerido. 


VID Jurisdicción Funcional 


Se contemplan los casos de contrademandas independientes 
y conexas, abarcándosc las distintas situaciones que el tema 
ofrece en los sistemas procedimentales de los Estados Ameri- 
canos, 


Si se considera la reconvención como una acción indepen- 
diente -posibilidad bien conocida en los Estados Unidos de 
América- será reconocida la sentencia que decida ta contrade- 
manda solamente si se ha cumplido algún criterio de compe- 
tencia aceptado por la Convención. 


En caso de contrademanda estrechamente ligada a la de- 
manda principal, segundo supuesto del Convenio, queda satis- 
fecho el requisito si ya hubo criterio jurisdiccional cumplido 
respecto a la demanda principal. 


VIID) Competencia exclusiva del Estado requerido 


La competencia exclusiva está regulada en la Convención 
de La Paz como excepción jurídica a través de la cual el Estado 
Parte receptor puede rechazar la eficacia del fallo extranjero 
dentro de sus fronteras. 
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El uso abusivo de esta norma puede desvirtuar el funciona- 
miento de la Convención aprobada. La interpretación contex- 
tual del Convenio de La Paz así como sus antecedentes inme- 
diatos circunscriben -sin embargo- la denominada competencia 
exclusiva a sus justos límites, 


En primer lugar, con rango de norma supranacional, la pro- 
pia Convención contempla dos casos de competencia exclusi- 
va: en materia de acciones reales sobre bienes inmuebles y cn 
materia de acciones derivadas de contratos mercantiles interna- 
cionales con pacto atributivo de jurisdicción válido. 


En segundo lugar, en las sesiones de la Reunión de Exper- 
tos de Washington, antecedente obligado de la CIDIP 1II, exis- 
tió consenso de que la jurisdicción exclusiva siempre afecta el 
orden público internacional, aun cuando no se recogió en el 
documento aprobado la fórmula propuesta cn cste sentido por 
el Profesor Werner Goldschmidt. 


Finalmente, cabe inferir a través de las actas de la Comisión 
que estudió el tema en la CIDIP Il, como interpretación autén- 
tica del texto aprobado, que los participantes en dicho evento 
entendieron por competencia exclusiva aquella jurisdicción única 
basada en consideraciones de orden público. 


Y al excluirse del ámbito de la Convención varias materias 
en las que prevalece el interés o el orden público (Art. 69), las 
posibilidades prácticas de la invocación de la excepción que- 
dan reducidas a la mínima expresión. 


IX) Sentencias provenientes de Estados con estructura 
federal 


Proviniendo el fallo extranjero de un Estado con estructura 
federal, es necesario que el mismo tenga plena eficacia en el 
país de origen y no solamente en la circunscripción política de 
donde emana. Resultaría ilógico que la sentencia que no tenga 
picna eficacia intraterritorial pretenda desplegar eficacia extra- 
territorial. 


La norma aprobada resuelve acertadamente un problema 
práctico que plantea el reconocimiento extraterritorial de estas 
sentencias. 


PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCION 
INTERAMERICANA SOBRE RECEPCION DE PRUEBAS. 
EN EL EXTRANJERO 


ID Precisiones 


1. El Protocolo de La Paz, al igual que el de Montevideo de 
1979 a la Convención Interamericana de Panamá de 1975 sobre 
Exhortos o Cartas Rogatorias, busca conciliar el sistema latino- 
americano de cooperación jurídica internacional de mero trá- 
mite y probatorio y el régimen del common law en la materia. 
El primero, fundado en la acción de cooperación de los tribuna- 
les del estado donde deban diligenciarse las actuaciones al ser- 
vicio del proceso foráneo y, el segundo, en la intervención de 
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comisionados y agentes diplomáticos o consulares del país del 
juicio, acreditados ante el Estado donde deban efectuarse noti- 
ficaciones e intimaciones u obtenerse pruebas. 


2. El texto prevé, en consecuencia, dos procedimientos res- 
pecto a la recepción de pruebas en el extranjero: 


a) diligenciamiento de rogatorias recibidas vía Autoridades 
Centrales por los tribunales del país exhortado; y 


b) intervención de agentes diplomáticos o consulares del 
Estado donde se desarrolla el proceso, que actuarán donde se 
tramitará la prueba. 


3. Constituyen antecedentes inmediatos o directos del texto 
aprobado: el Proyecto presentado por la Delegación de los Es- 
tados Unidos de América en ocasión de la CIDIP 11 de Monte- 
video de 1979, instancia en la que se resolviera encomendar a 
la Secretaría General de la Organización de los Estados Ameri- 
canos que, a través de la actual Subsecretaría de Asuntos Jurí- 
dicos, designara expertos para realizar estudios sobre el tema y 
convocara a una reunión a efectos de elaborar un anteproyecto; 
el Anteproyecto preparado -en cumplimiento de la resolución 
anterior- por la Primera Reunión de Expertos en Derecho Inter- 
nacional Privado, celebrada en Washington en abril de 1980; y 
el Proyecto del Comité Jurídico Interamericano de agosto de 
1980. 


ID Ambito del Protocolo 
11.1. Ambito material * 


4. Surge del Art. 18, una fuerte identidad entre el Protocolo 
y la Convención a la que accede, siendo únicamente posible la 
adhesión o ratificación por aquellos Estados que a su vez hu- 
bieren ratificado o adherido a la Convención de 1975 sobre 
Recepción de Pruebas en el Extranjero. La vinculación señala- 
da resulta igualmente del Art. 17, norma que ordena que las 
disposiciones del Protocolo scan interpretadas de modo que 
contemplen las de la Convención. 


Las materias alcanzadas por el Protocolo, Art. 14, son ast- 
mismo, las regladas por la Convención -materias civil y mer- 
cantil, Art. 2* del texto de 1975- pudiendo ser ampliadas al 
tiempo de la firma, ratificación O adhesión a aquellas otras 
respecto a las cuales la propia regulación de Panamá admitía su 
extensión: criminal, laboral, contencioso-administrativa, juicios 
arbitrales (Art. 15 Convención sobre Recepción de Pruebas). 


11.2 Ambito espacial 


5. El Protocolo, al igual que los demás textos aprobados en 
ocasión del proceso codificador constituido por las Conferen- 
cias Especializadas Interamericanas de Derecho Internacional 
Privado, se encuentra abierto tanto a los países miembros de la 
Organización de Estádos Americanos, como a aquellos ajenos 
a la misma. (Art. 18). 
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- TH) Las soluciones consagradas 


HL 1. Actividad de cooperación cumplida por tribunales 
del país donde deba diligenciarse la prueba 


6. La misma es reglada en los numerales 1 a IV del Protoco- 
lo, en base a la actuación de las Autoridades Centrales, que 
constituyen organismos especializados en cooperación jurídica 
internacional. A través de ellas, resulta posible la rápida remi- 
sión de exhortos entre tribunales de distintos países sin necesi- 
dad de legalización, atento al carácter oficial de la vía emplea- 
da, y han sido recibidos en el Derecho Internacional Privado 
Interamericano por diversos textos multilaterales, algunos vi- 
gentes entre más de una docena de naciones (Convenciones de 
Panamá de 1975 sobre Exhortos o Cartas Rogatorias y Reccp- 
ción de Pruebas en el Extranjero y de Montevideo de 1979 
sobre Cumplimiento de Medidas Cautelares, etc.). Igualmente, 
diversos Convenios bilaterales vigentes entre nuestro país y 
otros del continente, organizan la cooperación en base a la 
existencia de Autoridades Centrales; v. gr., Convenios urugua- 
yo-argentinos sobre igualdad de Trato Procesal y Exhortos; 
Aplicación e Información del Derecho Extranjero y Protección 
Internacional de Menores, 


a. Designación de Autoridades Centrales 


7. De acuerdo al Art. 12, cada Estado designará una Autorl- 
dad Central y comunicará tal designación a la Secretaría Gene- 
ral de la OEA. Con un criterio que busca evitar dispersiones 
burocráticas y concentrar la actividad en un único organismo 
especializado, la norma dispone que los países parte también 
del Protocolo Adicional de 1979 a la Convención Interamerica- 
na sobre Exhortos o Cartas Rogatorias de 1975, designen la 
misma Autoridad Central. Nuestra República ha ratificado el 
Protocolo de 1979 y la Autoridad Central en relación al mismo, 
así como respecto a todos aquellos Tratados internacionales que 
prevén su existencia, es la Asesoría Autoridad Central de Coopera- 
ción Jurídica Internacional, organizada por Decreto 407/985 del 
31 de julio de 1985 en cl Ministerio de Educación y Cultura, al 
que se transfiere el organismo anteriormente constituido en la 
órbita del ex-Ministerio de Justicia, cuya nueva ubicación ha 
sido comunicada a la Secretaría General de la OEA. 


b. Empleo de formularios 


8. Con finalidad de simplificar la prestación de cooperación 
y uniformizar la redacción de exhortos en que se requiere la 
misma, así como las constancias del cumplimienio o no de las 
medidas impetradas, el Art. 2? prevé el empleo de fórmulas 
según modelos, cuyos textos se acompañan en un Anexo. 


c. Deber de comunicar los idiomas oficiales de los Países 
Parte, dadas ciertas hipótesis 


9. Atento a la posibilidad que accedan al Protocolo Estados 
con más de un idioma oficial -en el continente americano caso 
de Canadá- cl Art. 2* dispone, a efectos de facilitar la remisión 
de rogatorias, que los Estados Partes con tal característica co- 
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muniquen a la Secretaría General de la OEA -al momento dc la 
firma, adhesión o ratificación- cuál o cuáles idiomas deberán 
ser considerados oficiales, 


d. Diligenciamiento de las rogatorias 
d.1. Remisión 


10. El Art. 32 dispone que los exhortos sean remitidos a la 
Autoridad Central del Estado rogado por la Autoridad Central 
del país requirente, 


La Autoridad Central requerida trasmitirá el exhorto al ór- 
gano jurisdiccional nacional competente, de acuerdo a su orde- 
namiento jurídico interno, de manera inmediata. En nuestro 
país, el Decreto N” 392/986, de 28 de julio de 1986 prevé a 
tales efectos una comunicación directa entre la Suprema Corte 
de Justicia y la Autoridad Central, procedimiento que se ha 
demostrado en la práctica muy efectivo. 


d.2. Medios de apremio 


11. EL An. 4? busca evitar discriminación entre el diligen- 
ciamiento de la prueba nacional y la solicitada desde el extran- 
jero, disponiendo que el tribunal exhortado aplique “las medi- 
das de apremio apropiadas previstas cn su legislación”, luego 
de verificado que se han cumplido los requisitos exigidos por 
su propia legislación para que tales medidas se apliquen en 
procesos locales. 


d.3. Presencia e intervención de abogados y apoderados 
ús las partes en el cumplimiento de las rogatorias 


12. El Art. 5? autoriza la presencia de abogados o apodera- 
dos de las partes pertenecientes al país en que se lleva a cabo el 
juicio en el Estado de diligenciamiento de la rogatoria. La 
regulación aprobada resultó más restrictiva que la proyectada, 
que además permitía la actuación de tales letrados. La inter- 
vención de abogados y procuradores actuanics en el país del 
juicio en el Estado rogado, de acuerdo al artículo citado, queda 
en definitiva sujeta a lo que al respecto disponga la legislación 
de este último. 


d.4. Gratuidad del diligenciamiento de la rogatoria 


13. La solución de principio, es la gratuidad en la tramita- 
ción de la rogatoria, Art. 6%, criterio compartible en tanto cl 
Protocolo busca estrechar la cooperación jurisdiccional entre 
los Estados Partes. La gratuidad empero no cs absoluta; el 
Estado podrá reclamar a la parte requirente el pago de actua- 
ciones que conforme a su ley interna deban ser sufragadas. El 
exhorto extranjero es equiparado por el Protocolo al nacional 
pero, con criterio lógico, se busca evitar que en definitiva re- 
sulle privilegiado respecto a éste. 


A efectos de costear gastos, la parte solicitante de la medida 
deberá designar en el Estado rogado la persona que atienda los 
mismos o acompañar cheque por cl costo de las actuaciones. 


10 de Junio de 1992 


Con la finalidad de facilitar los pagos, el Art. 7% dispone 
que los Estados al depositar en la Secretaría General de la OEA 
el instrumento de ratificación o adhesión, informen qué actua- 
ciones según su legislación interna son onerosas y el valor 
razonable estimado; extremo éste que ha de resultar necesario 
tener presente al momento en que nuestra República deposile 
el respectivo instrumento de ratificación. 


En base a la reciprocidad, los Estados podrán indicar al 
momento de realizar la declaración aludida precedentemente, 
que no cobrarán gastos que de lo contrario los requirentes del 
acto de cooperación deberían abonar (Art. 8”). 


111.2. Recepción de pruebas por agentes diplomáticos o 
consulares 


14, El Capítulo V regula este procedimiento cuya posibili- 
dad ya estaba prevista en la Convención de Panamá de 1975 
sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero -ratificada por 
Uruguay por Decreto-Ley N* 14.534, del 24 de junio de 1976- 
Art. 14 “in fine”. 


15. El Art. 9? dispone especialmente que la actuación de 
agentes consulares o diplomáticos en la recepción de pruebas 
dentro del ámbito de su jurisdicción no puede suponer el em- 
pleo de medios de apremio. 


El artículo distingue entre actividad probatoria llevada a 
cabo por tales agentes respocto a sus nacionales y en relación a 
los de terceros países, caso en el cual sus potestades pueden scr 
más restringidas. 


Límites a la actividad probatoria de diplomáticos y cón- 
sules en la recepción de pruebas relativas a no nacionales 
del Estado al que pertenecen. 


16. Los Estados Partes en el momento de firmar, ratificar o 
adherir al Protocolo (Art. 10) podrán limitar las actuaciones 
probatorias de diplomáticos y cónsules respecto a los no nacto- 
nales del Estado acreditante de dichos agentes, tanto en razón 
de materia, como respecto a las condiciones de tiempo y lugar 
en que deban desarrollar sus actividades (Art. 99). 


Las posibilidades de reducción de la actividad probatoria en 
razón de materia deben tener en cuenta el Art. 2* de la Conven- 
ción Interamericana de 1975 sobre Recepción de Pruebas en el 
Extranjero, en función del cual el Protocolo queda cireunscrip- 
to a la temática civil y mercantil, excepto declaración extensiva 
de los Estados (Art. 14). Por consiguiente, la reducción deberá 
circunscribirse a las categorías pertenecientes a una de las dos 
ramas jurídicas enunciadas y, atento a la naturaleza de los 
intereses protegidos, podría resultar conveniente excluir de la 
competencia de funcionarios ajenos al foro, las cuestiones rela- 
tivas a la minoridad. 


Respecto a condicionamientos relativos a lugar, autorizados 
también por el Art. 10, puede resultar conveniente que la acti- 
vidad probatoria de cónsules y diplomáticos se realice fuera de 
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sus sedes, en oficinas del Estado acreditante especializadas en 
la cooperación jurídica internacional, v. gr., la Autoridad Cen- 
tral de Cooperación Jurídica Internacional, como medio de ve- 
lar por el adecuado cumplimiento de los límites y garantías 
previstas por el Art. 12, 


Diligenciamiento de las pruebas 


17. El Art, 12 autoriza al agente diplomático o consular a 
someter su actuación a las reglas y procedimientos del país al 
que pertenece -pues es funcionario de dicho Estado y la activi- 
dad que desarrolla se encuentra al servicio de un proceso allí 
tramitado- a condición que “la diligencia solicitada no fuere 
contraria a disposiciones legales en el Estado requerido que 
expresamente la prohíban” (Art. 2” literal 1, Convención de 
1975 sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero). 


18. En materia de prestación de testimonios, se prevé ex- 
presamente que el declarante ante cónsul o diplomático pueda 
rehusarse a prestarlos, tanto (de acuerdo a lo dispuesto por el 
Art. 12 de la Convención) conforme a la ley del Estado reque- 
rido, como del Estado requirente. 


19. Las personas a quienes se requiera pruebas o informa- 
ción podrán estar asistidas por abogados, intérpretes o auxilia- 
res de su confianza (Art. 12 “in finc”), como medio de asegurar 
plenamente sus dercchos. 


Medidas de apremio 


20. En tanto los agentes diplomáticos o consulares no se 
encuentran autorizados a emplear por sí medios de apremio 
(Art. 9%), pueden requerir la adopción de los mismos a los 
órganos jurisdiccionales del Estado en que se desarrollen sus 
actividades, los que únicamente podrán acceder cuando esti- 
men que se han cumplido las condiciones exigidas por su ley 
(Art. 11). 


21. El Art, 13 se basa en la índole no excluyente de los dos 
procedimientos legislados en materia de obtención de prucbas 
y en consecuencia la frustración en el diligenciamiento de la 
prueba en base al procedimiento del Art. 92 no impide acudir a 
la vía Autoridades Centrales, 


TIT.3. Procedimientos especiales 


22. Las autoridades del Estado exhortante podrán solicitar 
que se cumplan procedimientos especiales, propios del ordena- 
miento requirente, pedido que los tribunales rogados en princi- 
pio deberán observar (Art. 15), excepto que fueren de imposi- 
ble cumplimiento en dicho país, o resultaren incompatibles con 
su legislación (Art. 6? Convención de 1975 sobre Recepción de 
Pruebas). 


La facultad de requerir por los tribunales rogantes el cum- 
plimiento de procedimientos específicos no es nueva para el 
Derecho Internacional Privado Procesal uruguayo (además de 
la Convención de 1975 sobre Recepción de Pruebas -Ant. 6?- 
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admiten tal hipótesis la Convención de 1975 sobre Exhortos o 
Cartas Rogatorias (Art. 10 y los Convenios bilaterales urugua- 
yo-argentino y uruguayo-chileno sobre Igualdad de Trato Pro- 
cesal y Exhortos, Art. 5* de ambos textos) y se funda en la 
naturaleza accesoria del proceso cooperativo respecto del prin- 
cipal, a cuyo servicio se Hevan a cabo las actuaciones en el 
extranjero. 


111.4. Exhibición o transcripción de documentos 


23. El diligenciamiento de las rogatorías es objeto de severo 
condicionamiento (Art. 16); se exige: 


a) que el proceso esté iniciado; se evita de esta forma el deber 
de acceder a exhibiciones o informaciones documentarias requeri- 
das con carácter prejudicial, lo que cl sistema del common law 
denomina “pretrial discovery of documents” -conforme informe 
del Relator de la Comisión Il de la Conferencia de La Paz de 
1984, Frederick Heller, págs. 4 y $-; 


b) que los documentos sean razonablemente identificados; y 


c) que se especifique la razón por la cual la parte requirente 
cree que los documentos se encuentran en posesión o son de 
conocimiento de la persona requerida. 


La parte a la que se solicite la información, puede siempre 
negar ésta de acuerdo a los términos de la Convención sobre 
Recepción de Pruebas. 


24. Los Estados, al momento de firmar, ratificar o adherir a 
la Convención, pueden declarar que cumplirán los exhortos 
referidos en el artículo en examen, a condición que la rogatoria 
precise la relación enire la prucba requerida y el proceso en 
relación al cual ésta se solicita. Juzgamos conveniente que 
Uruguay efectúe en su oportunidad la mencionada declaración, 
como medio de evitar requerimientos abusivos o cuando me- 
nos, no seriamente fundados. 


ITLS. Conclusiones 


25. Como evaluación del Protocolo examinado, creemos 
que al igual que su precedente de Montevideo de 1979 (Proto- 
colo Adicional a la Convención Interamericana sobre Exhortos 
o Cartas Rogatorias, texto ya vigente) constituye un intento 
serio por conciliar las soluciones en materia de recepción de 
pruebas en el extranjero propias de los países latinoamericanos, 
con aquellas características de los Estados del “common law”. 
Se prevén dos procedimientos: uno fundado en la actuación de 
los tribunales del país de recepción de la prueba y la trasmisión 
de la rogatoria por intermedio de las Autoridades Centrales, vía 
nueva pero suficientemente asentada de la cooperación jurídica 
internacional a nivel mundial y continental, que la experiencia 
«inclusive nacional- ha demostrado como sumamente ágil y 
segura; y la recepción de prueba por intermedio de diplomáti- 
cos o cónsules del país del proceso, forma propia de los siste- 
mas anglosajones, que ha sido suficientemente atemperada por 
la Convención. En tal sentido, los agentes extranjeros carecen 
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de facultades para disponer por sí medidas de apremio; las 
diligencias relativas a los no nacionales de sus Estados acredi- 
tantes pueden ser limitadas cn razón de materia y condiciona- 
das respecto al lugar y tiempo en que deben ser practicadas; 
cualquiera que sea, el declarante puede invocar la legislación 
del Estado donde se practica la diligencia o del país del juicio, 
para negarse a declarar y puede exigir estar acompañado de 
auxiliares o abogados de su confianza durante las actuaciones 
llevadas a cabo, 


Respecto a la exhibición y transcripción de documentos, los 
condicionamientos para la recepción de pruebas y la declara- 
ción que al respecto se prevé puedan hacer los Estados, son 
garantía suficiente para el correcto cumplimiento de un deber 
básico impuesto por la práctica de las naciones civilizadas, 
cooperar en la realización de la Justicia. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea General las seguridades de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Héctor Gros Espiell, Guillermo Gar- 
cía Costa, 
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CONVENCIONES SUSCRITAS POR LA REPUBLICA 
EN LA TERCERA CONFERENCIA ESPECIALIZADA 
INTERAMERICANA SOBRE DERECHO 
INTERNACIONAL PRIVADO REALIZADA EN LA PAZ 
DEL 15 AL 24 DE MAYO DE 1984 


I. Importancia 


Las Convenciones y cl Protocolo Adicional sujetos a ratifi- 
cación parlamentaria han sido suscritas por los delegados de los 
siguientes países: Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, Ecuador, 
México, Nicaragua, Perú, República Dominicana, Uruguay y 
Venezucla. Resulta superabundante extenderse en la importan- 
cia de la obra normativa y de codificación progresiva de las 
tres CIDIP que ha tenido por objeto actualizar a nivel interame- 
ricano todo el conjunto de regulaciones jurídicas convenciona- 
les de los Tratados de Derecho Internacional Privado de Mon- 
tevideo de 1889 y de 1940. Esta codificación progresiva a la 
que referíamos procura básicamente regular los conflictos de 
leyes propios del Derecho Internacional Privado sin perjuicio 
de la aprobación de leyes uniformes para ciertas materias del 
tráfico internacional. 


Las Convenciones suscritas por la República y hoy someti- 
das a la aprobación parlamentaria fueron suscritas en la Tercera 
Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Inter- 
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nacional Privado que fuera convocada por la Organización de 
los Estados Americanos (OEA). Como bien es sabido la Confe- 
rencia es un órgano especializado de la Organización, tal como 
lo prevé la Carta en el Art. 130. 


Hasta el presente, cuatro han sido las Conferencias Espcecia- 
lizadas Interamericanas de Derecho Internacional Privado: la 
CIDIP 1 celebrada cn Panamá en 1975, la CIDIP 2 reunida en 
Montevidco en 1979, la CIDIP -3 cuyo texto analizaremos a 
continuación, y la CIDIP 4 realizada en Montevideo en 1989, 
Antes de entrar al detalle de lo acordado en los textos de las 
Convenciones queremos llamar la atención sobre la profundi- 
dad y el rigor jurídicos del Mensaje que el Poder Ejecutivo 
dirige hoy a este Cuerpo cuya lectura eximiría de mayores 
análisis. 


H. Características generales de las Convenciones 


CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
CONFLICTOS DE LEYES EN MATERIA 
DE ADOPCION DE MENORES 


El Derccho Internacional Privade se ve convocado a la re- 
gulación de la adopción cuando la categoría en juego involucra 
a más de un Estado, y a Su orden jurídico, sea en el momento 
de la constitución del vínculo sca posteriormente en el acto de 
la invocación de su eficacia extraterritorial y, en particular, de 
sus efectos. 


El Art. 1? de la Convención dispone que “se aplicará a la 
adopción de menores bajo las formas de adopción plena, legiti- 
mación adoptiva y otras instituciones afines, que equiparan al 
adoptado a la condición de hijo cuya filiación esté legalmente 
establecida, cuando el adoptante (o adoptantes) tenga su domi- 
cilio en otro Estado Parte y el adoptado su residencia habitual 
en otro Estado Parte”. 


1. Ley aplicable 


La Convención de La Paz distribuye entre la ley de la 
residencia habitual del menor y la del domicilio del adoptante 
la regulación de las condiciones de fondo de la adopción, atri- 
buyéndole a la primera “la capacidad, consentimiento y demás 
requisitos para ser adoptado” y a la segunda “la capacidad para 
ser adoptante, los requisitos de edad y estado civil del adoptan- 
te, el consentimiento del cónyuge del adoptante, y los demás 
requisitos para ser adoptante” (Arts, 32 y 49), 


En cuanto a los procedimientos y formalidades extrínsecas 
necesarias para la constitución del vínculo, el Art. 3% lo somete 
a la ley de residencia habitual del menor, lo que resulta perti- 
nente con lo que se establece cn matería de competencia. 


2. Jurisdicción competente 


Las disposiciones relativas a la competencia intemacional 
se circunscriben a efectuar su distribución en el espacio, ob- 
viando un pronunciamiento acerca de las autoridades compe- 
tentes para el otorgamiento de las adopciones en cada Estado. 
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Los Arts. 15 y 16 establecen que el otorgamiento, la anula- 
ción y la revocación de la adopción son de la competencia de 
las autoridades del Estado de la residencia habitual del adopta- 
do, tal como se adelantó más arriba. 


En cuanto a la conversión de la adopción simple en plena, 
cabe señalar que son competentes las autoridades del Estado de 
la residencia habitual del adoptado al momento de la adopción 
O las del Estado donde tenga domicilio el adoptante o las del 
Estado donde tenga domicilio el adoptado cuando tenga domicilio 
propio al momento de pedirse la conversión (Art. 16, inc. 2). 


3. Efectos de la adopción 


El Art. 9% regula las relaciones de adoptante y adoptado en 
las adopciones plenas o equivalentes que habrán de regularse 
por la misma ley que rige las relaciones del adoptante (o adop- 
tantes) con su familia legítima, incluyendo las relaciones ali- 
mentarias. 


El Art. 11, inc. 2, por su parte, establece que la adopción 
plena o equivalente equipara el hijo adoptivo al legítimo, nor- 
ma de tipo material que impondría, para los Estados Partes, una 
modificación eventual en su legislación sucesoria. En cuanto a 
la ley aplicable a los derechos sucesorios entre adoptante y 
adoptado el inc. 1 del mismo artículo dispone que se regulará 
por la ley de las respectivas sucesiones. 


En cuanto a la revocación, la anulación y la conversión de 
la adopción, la Convención dispone lo siguiente: 


- Sólo son revocables las adopciones simples, aspecto que 
se somete a la ley de residencia habitual del adoptado al mo- 
mento de la adopción (Art. 12). 


- La anulación se rige por la ley de su otorgamiento, la de 
la residencia habitual del adoptado, velándose por los intereses 
del menor de conformidad con el Art. 19 de la Convención 
(Art. 14). Dicho Art. 19 establece una prerrogativa en favor de 
la validez de la adopción y en beneficio del adoptado. 


- Se prevé la posibilidad de conversión de adopción simple 
en adopción plena, figura que tiende a favorecer las formas 
plenas de adopción. Ella se regirá a elección del actor, por la 
ley de residencia habitual del adoptado -al momento de la 
adopción- o la del Estado donde tenga domicilio el adoptan- 
tc -al momento de pedirse la conversión. 


4. Otras disposiciones 


La Convención consagra en su Art. 25, el efecto de pleno 
derecho de las adopciones internas en todos los Estados Partes. 
Los efectos de pleno derecho de estas adopciones serían el 
parentesco, el nombre, la patria potestad, el derecho alimenta- 
rio, los impedimentos matrimoniales. 


El Art. 5? establece que las adopciones surtirán efecto de 
pleno derecho en los Estados Partes, sin que pueda invocarse la 
excepción de institución desconocida. 
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El Art. 18 por su parte, hace mención al orden público 
internacional en la fórmula ya recogida en las restantes conven- 
ciones del ámbito de las CIPID. 


CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
PERSONALIDAD Y CAPACIDAD DE LAS 
PERSONAS JURIDICAS EN EL 
DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 


Esta Convención abarca distintas categorías de personas ju- 
rídicas a saber: las personas jurídicas privadas; cl Estado y las 
personas jurídicas de Derecho Público actuando en actividad 
privada; y las personas jurídicas internacionales. 


1. Personas jurídicas privadas 
a) Definición 


El Ant. 1? se refiere a las personas jurídicas en general, 
constituidas en los Estados Parte, aunque la sede o domicilio se 
halle en un Estado no Parte. El mismo artículo introduce una 
definición uniforme de la persona jurídica, con la ventaja de 
que la misma podría ser aplicada a las relaciones con los Esta- 
dos no signatarios en los casos ante los tribunales de un Estado 
Signatario. Sería persona jurídica “toda entidad que tenga exis- 
tencia y responsabilidad propias”, “distintas a la de sus micm- 
bros o fundadores” y que “sea calificada como persona jurídica 
por la Jey de su constitución”. 


La constitución en alguno de los Estados Parte es la cir- 
cunstancia que hace aplicable la Convención. En consecuencia, 
la Convención no sería aplicable a las personas jurídicas que, 
icniendo su sede social en un Estado Parte han sido constitui- 
das en un Estado no Parte. Sin embargo, para el caso en que el 
lugar de constitución y de sede se encuentre en Estados dife- 
rentes, pero ambos Estados scan partes de la Convención se ha 
previsto la posibilidad de que la persona jurídica sea obligada a 
cumplir con los requisitos de la ley de la Sede (Art. 5%) a los 
efectos de evitar un posible apartamiento de la ley. 


b) Existencia, capacidad y reconocimiento. 


La existencia y capacidad se someten a la ley del lugar de 
constitución, la que también abarca el funcionamiento, disolu- 
ción y fusión (Art. 29). 


El Art. 3% consagra el reconocimiento de pleno derecho sin 
perjuicio de la facultad de comprobación de la existencia de la 
persona jurídica. La norma resulta coherente con un sistema 
jurídico que adopta como ley reguladora la de constitución. 


c) Ley aplicable 
El Art. 4? dispone que “para el ejercicio de actos compren- 
didos con el objeto social de personas jurídicas privadas, regirá 


la ley del Estado donde se realicen tales actos”. 


d) Representación 
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El Art. 6? contempla la actuación de representantes “fuera 
del lugar de constitución de la persona jurídica”. 


2. El Estado y las personas jurídicas de Derecho Público 
actuando en actividad privada. 


La Convención asegura el reconocimiento de pleno derecho 
de la personalidad jurídica del Estado y personas de Derecho 
Público (Art. 7%) sometiéndola a dos limitaciones: las restric- 
ciones establecidas por la ley local y, en particular, las relativas 
a actos jurídicos referentes a derechos reales. Además se salva- 
guarda el derecho a invocar la inmunidad de jurisdicción (An. 7* 
in fine), La Convención se limita a sentar ciertas pautas gene- 
rales, ya que la fijación de los límites de los derechos y obliga- 
ciones a que puedan estar sujetos los Estados extranjeros es 
competencia de la ley local, la cual, será, en definitiva, la que 
determinará la extraterritorialidad de pleno derecho de la per- 
sonalidad jurídica en cada caso. 


Cabe aclarar, como bien señala cl Mensaje del Ejecutivo, 
que cuando la actividad estatal se realice a través de una socic- 
dad mercantil, dicha actividad no estaría regulada por la Con- 
vención de 1984 sino por la de 1979 sobre sociedades mercan- 
tiles, que no distingue entre sociedades privadas y públicas. 


3. Personas jurídicas internacionales 
Precisiones 


Entrarían en el campo de aplicación de la Convención, de 
modo amplio, todos los sujetos de Derecho Público surgidos de 
un acuerdo entre los Estados (organismos internacionales) o de 
resoluciones de un organismo internacional (Órganos subsidia- 
rios), sea aquél de naturaleza política (DEA) o de otra índole 
(ALADI, Comisión Técnico Mixta de Salto Grande). 


Derecho aplicable 
- Ley aplicable a la personalidad y a la vida interna. 


El Estatuto Regulador de las Personas Jurídicas Internacio- 
nalcs surge del contenido del acuerdo internacional o de la 
resolución que las crea. Este principio general determina cn 
consecuencia que se aplicará una ley nacional en tanto cl acto 
constitutivo así lo determine. 


- Ley aplicable al ejercicio. 


La Convención dispone que estas entidades revisten, en 
todos los Estados Parte, la condición de sujetos de Derecho 
Privado. Pueden actuar, en consecuencia del mismo modo que 
las Personas Jurídicas Privadas. Habida cuenta de que estas 
Personas Jurídicas pueden ser creadas por dos o más Estados 
Parte pero no necesariamente por todos, queda abierta a la 
práctica la actitud de estos terceros países cuando las Personas 
Jurídicas actuaran en éstos, ya que la Convención guarda silen- 
cio al respecto. 
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CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
COMPETENCIA EN LA ESFERA INTERNACIONAL 
PARA LA EFICACIA EXTRATERRITORIAL DE LAS 
SENTENCIAS EXTRANJERAS 


Esta Convención, aprobada en el marco de la CIDIP 3, 
tiene por finalidad posibilitar la debida aplicación de la Con- 
vención de 1979 sobre eficacia extraterritorial de las sentencias 
y laudos arbitrales extranjeros (CIDIP 2), evitando conflictos 
de jurisdicción entre los Estados Parte del Sistema Interameri- 
cano mediante normas expresas vinculantes sobre competencia 
internacional. 


Al pretender cumplirse en otro Estado Contratante la sen- 
tencia que pone fín a un litigio, el Juez del Estado receptor 
deberá apreciar -con arreglo a normas internacionales- si cl 
Juez de la causa era competente al dictar el fallo. 


La Convención es, en principio, favorable a aceptar crite- 
rios alternativos de competencia, admitiéndose con flexibilidad 
diversas posibilidades 'de actuación judicial. Como excepción 
se admiten criterios exclusivos para los accionamientos reales 
sobre bienes inmuebles y para aquellos derivados de la contra- 
tación mercantil internacional en que se haya pactado válida- 
mente la jurisdicción. 


Se trata, asimismo, de una Convención independiente y au- 
iónoma pudiendo los Estados que lo descen ser únicamente 
partes en esta Convención de La Paz, sin quedar al mismo 
tiempo obligados a ratificar la Convención aceptada por la 
CIDIP 2. Sin perjuicio de que aquellos Estados que deseen 
vincular ambos instrumentos y complementarlos puedan hacer- 
lo a través de la declaración del Art. 12. 


Finalmente se trata de una reglamentación fragmentaria que 
«se limita exclusivamente a las situaciones que contempla, sin 
posibilidades de extenderse a las materias excluidas y sin pre- 
tensiones de configurar una normativa completa y exhaustiva 
de la jurisdicción internacional indirccta (Art. 6”), 


1. Alcance de la Convención 


La Convención se aplica a las sentencias judiciales extran- 
jeras en general, sean éstas constitutivas, declarativas o de con- 
dena. Quedan excluidos los laudos o sentencias arbitrales en 
tanto la Convención no rige en materia de arbitraje (Art. 6, 
literal 1). 


Los Estados Parte están facultados a extender cl alcance de 
la misma a las resoluciones que terminen el proceso, a las 
dictadas por autoridades que ejerzan alguna función jurisdic- 
cional y a las sentencias penales en cuanto se refieran a la 
indemnización de daños y perjuicios derivados del delito. 


Se circunscribe en forma precisa el ámbito geográfico en el 
Art. 1% de la Convención, comprendiéndose a las sentencias 
dictadas por un órgano jurisdiccional de un Estado Parte. 
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La Convención se aplicará exclusivamente a los fallos dic- 
tados en materia civil o comercial -no obstante no haberlo 
indicado de modo expreso- quedando excluidos los fallos en 
Cuestiones laborales (Art. 6?, literal g). 


Se eliminan del ámbito de la Convención, de acuerdo al 
Art. 6?, determinadas materias como por ejemplo: capacidad de 
las personas físicas, divorcio, sucesión testamentaria o intesta- 
da, daños y perjuicios de naturaleza extracontractual, cuestio- 
nes marítimas y aéreas, etc. 


Se ha buscado evitar áreas muy complejas y sumamente 
sensibles al orden público de los Estados, en las que también 
los sistemas del “Common Law” y del Derecho Civil varían 
sustancialmente, 


2. Análisis de los criterios de competencia indirecta 


La Convención clasifica en cuatro secciones los criterios de 
competencia indirecta aceptados, tomando como base la natu- 
raleza de las acciones: 


a) Acciones personales de naturaleza patrimonial. 


Tratándose de personas físicas se acepta el criterio tradi- 
cional del domicilio o residencia habitual del demandado, de 
plena adaptación en los distintos sistemas jurídicos coexistentes 
en la región. 


Para el caso de acciones contra personas jurídicas, so- 
ciedades civiles o comerciales de carácter privado, se sigue 
también el criterio del domicilio, el que se identifica con el 
lugar del establecimiento principal. Se acepta también como 
criterio alternativo -para ambas formas societarias- el lugar de 
constitución de la sociedad. 


Quedan excluidas del ámbito de la Convención las so- 
ciedades de carácter público, obviándose indirectamente un pro- 
nunciamiento sobre el delicado tema de la inmunidad de juris- 
dicción. 


Se prevén también los accionamientos contra sucursa- 
les, agencias o filiales de sociedades civiles o mercantiles de 
carácter privado, estableciéndose como base de jurisdicción 
válida el lugar donde se realizan las actividades, objeto de las 
respectivas demandas. 


b) Acciones reales sobre bienes mucbles corporales. 


Tratándose de bienes muebles corporales la Convención cs- 
tablece criterios alternativos, aceptando el tradicional que esta- 
blece competencia a los jueces del lugar en que se encuentren 
situados al momento de la demanda, así como los criterios 
vigentes en materia de acciones personales patrimoniales (sec- 
ción a) del Art. 12 


c) Acciones reales sobre bienes inmucbles. 
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La Convención recoge como criterio de competencia exclu- 
sivo en esta materia el del territorio del Estado Parte en que se 
hayan encontrado situados los bienes inmucbles, al momento 
de entablarse la demanda. 


d) Acciones derivadas de contratos mercantiles internacio- 
nales. 


De modo excepcional la Convención recoge la autonomía 
de la voluntad como base atributiva de jurisdicción. La razona- 
bilidad de la conexión entre la jurisdicción elegida y el objeto 
de la controversia y la ausencia de abusos en la determinación 
del Juez, como criterios restrictivos de la autonomía de las 
partes, quedan sujetos a la apreciación judicial, la que opera 
tanto en el proceso original como en la etapa de reconocimicn- 
to o ejecución del fallo. 


3. Jurisdicción de emergencia 


Se incorpora un nuevo criterio de competencia indirecta, 
pensado para situaciones extremas en que existen conflictos 
negativos de jurisdicción internacional y determinado órgano 
judicial asume competencias para evitar denegación de justicia, 


4. Competencia exclusiva del Estado requerido 


La competencia cxclusiva está regulada cn la Convención 
de La Paz como excepción jurídica a través de la cual cl Estado 
Parte receptor puede rechazar la eficacia del fallo extranjero 
dentro de sus fronteras. 


Al excluirse del ámbito de la Convención varias materias 
en las que prevalece el interés o el orden público (Art. 6%) las 
posibilidades prácticas de la invocación de esta excepción que- 
dan reducidas a su mínima cxpresión. 


PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN 
INTERAMERICANA SOBRE RECEPCION DE PRUEBAS 
EN EL EXTRANJERO 


El Protocolo de La Paz al igual que el de Montevideo de 
1979 (CIDIP 2), y a la Convención Interamericana de Panamá 
de 1975 sobre exhortos o cartas rogatorias, (CIDIP 1), busca 
conciliar el sistema latinoamericano de cooperación jurídica 
internacional de mcro trámite probatorio con el régimen del 
Common Law en la materia. 


El texto hoy sujeto a aprobación prevé en consecuencia, dos 
procedimientos respecto a la recepción de pruebas cn el extran- 
jero: 


A) Diligenciamiento de rogatorias recibidas vía Autorida- 
des Centrales por los tribunales del país exhortado, 


B) Intervención de agentes diplomáticos o consulares del 
Estado donde se desarrolle el proceso, que actuarán donde se 
tramitará la prucba. 
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Por otra parte la Convención prevé también, en forma sub- 
sidiaria algunos procedimientos especiales que veremos en el 
punto C) como asimismo algunas cláusulas generales aplica- 
bles a todos los procedimientos y que veremos en el punto D). 


Antes de entrar en el análisis puntual de lo anteriormente 
expresado conviene realizar algunas precisiones respecto del 
ámbito material del Protocolo. Surge del Art. 13, una fuerte 
identidad entre el Protocolo y la Convención a la que accede, 
siendo únicamente posible la adhesión o ratificación por aque- 
llos Estados que a su vez hubieren ratificado o adherido a la 
Convención de 1975 sobre Recepción de Pruebas cn el Extran- 
jero. La vinculación señalada resulta igualmente del Art, [7, 
norma que ordena que las disposiciones del Protocolo scan 
interpretadas de modo que contemplen las de la Convención. 


Las materias alcanzadas por el Protocolo (Art. 14) son asi- 
mismo las reguladas por la Convención -materia civil y mer- 
cantil- pudiendo ser ampliadas al tiempo de la firma como 
ratificación o adhesión a aquellas otras respecto a las cuales la 
propia regulación de la Convención de Panamá admitía su ex- 
tensión, a saber: materia criminal, laboral, contencioso-admi- 
nistrativa, juicios arbitrales. 


A) Diligenciamiento de rogatorias recibidas vía Autorida- 
des Centrales por los tribunales del país exhortado (actividad 
de cooperación cumplida por los tribunales del país donde deba 
diligenciarse la prucba) 


La misma está reglada en los numerales 1 a 4 del Protocolo, 
en base a la actuación de las Autoridades Centrales, que consli- 
luyen organismos especializados en cooperación jurídica inter- 
nacional. A través de ellas, resulta posible la rápida revisión de 
exhortos entre tribunales de distintos países sin necesidad de 
legalización, atento al carácter oficial de la vía empleada. 


Punto 1. - Designación de Autoridades Centrales. 


De acuerdo al Art. 1? cada Estado designará una Autoridad 
Central y comunicará tal designación a la Secretaría General de 
la OEA, Nuestra República tiene establecida su Autoridad Cen- 
tral; es la Asesoría Autoridad Central de Cooperación Jurídica 
Internacional, organizada por Decreto N* 407 del 85, del 31 de 
junio del 85 en el Ministerio de Educación y Cultura, al que se 
transfiere el organismo anteriormente constituido cn la órbita 
del cx Ministerio de Justicia, cuya nueva ubicación ha sido 
comunicada a la Secretaría General de la OEA. 


Punto 2. - Empleo de formularios 


Con la finalidad de simplificar la prestación de cooperación 
y uniformizar la redacción de exhortos en que se requiere la 
misma, así como las constancias del cumplimiento o no de las 
medidas impetradas, el Art. 2? prevé el empleo de fórmulas 
según modelos, cuyos textos se acompañan en un ancxo. 


Punto 3. - Diligenciamiento de las rogatorias 
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* El Art. 32 dispone que los exhortos sean remitidos a la 
Autoridad Central del Estado rogado por la Autoridad Central 
del país requirente. La Autoridad Central requerida transmitirá 
el exhorto al órgano jurisdiccional nacional competente, de 
acuerdo a su ordenamiento jurídico interno, de manera inme- 
diata. En nuestro país, el Decreto 392/86 del 28 de julio de 
1986 prevé dicha circunstancia. 


* El Art. 4? busca evitar discriminación entre el diligencia- 
miento de la prueba nacional y la solicitada desde el extranjero, 
disponiendo que el tribunal exhortado aplique “las medidas de 
apremio apropiadas previstas en su legislación”. 


* El Art, 5% autoriza la presencia de abogados o apoderados 
de las partes pertenecientes al país en que se lleva a cabo el 
juicio, en el estado de diligenciamiento de la rogatoria. Dicha 
intervención queda en definitiva sujeta a lo que al respecto 
disponga la tegistación de este último. 


* El Art. 6* establece, como solución de principio, la gra- 
tuidad en la tramitación de la rogatoria, criterio compatible en 
cuanto el Protocolo busca estrechar la cooperación jurisdiccio- 
nal entre los Estados Parte. La gratuidad sin embargo, no es 
absoluta: el Estado podrá reclamar a la parte requirente el pago 
de actuaciones que conforme a su Jey interna deban ser sufra- 
gadas. 


* El Art. 72 por su parte, dispone que los Estados al deposi- 
tar en la Secretaría General de la OEA cl instrumento de ratifi- 
cación o adhesión, informen qué actuaciones según su legisla- 
ción interna son onerosas y el valor razonable estimado. 


B) Intervención de agentes diplomáticos o consulares del 
Estado donde se desarrolla el proceso, que actuarán donde se 
tramitará la prueba (recepción de prucbas por agentes diplomá- 
ticos o consulares). 


El Capítulo Quinto regula este procedimiento cuya posibili- 
dad ya estaba prevista en la Convención de Panamá de 1975 
sobre recepción de pruebas en el extranjero (CIDIP 1) ratifica- 
da por Uruguay por Decreto-Ley N* 14,534, del 24 de junio de 
1976. 


En este Capítulo Quinto, el Art. 9? distingue entre actividad 
probatoria llevada a cabo por tales agentes respecto a sus na- 
cionales y en relación a los de terceros países, caso en el cual 
sus potestades pueden ser más restringidas, tal como lo explici- 
ta el Art. 10. 


Punto 1. - Límites a la actividad probatoria de diplomáticos 
y cónsules en la recepción de pruebas relativas a no nacionales 
del Estado al que pertenecen. 


El Art. 10 antes citado establece en efecto que los Estados 
Partes en el momento de firmar, ratificar o adherir al Protocolo, 
podrán limitar las actuaciones probatorias de diplomáticos y 
cónsules respecto a los no nacionales del Estado acreditante de 
dichos agentes, tanto en razón de materia (ya limitada a la 
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temática civil y mercantil), excepto declaración extensiva de 
los Estados, Art. 14) como respecto a las condiciones de tiem- 
po y lugar en que deban desarrollar sus actividades (realización 
fuera de sus sedes, en oficinas del Estado acreditante especiali- 
zadas en la cooperación jurídica excepcional, etc.). 


Punto 2. - Diligenciamiento de las pruebas 


El Art. 12 autoriza al agente diplomático o consular a so- 
meter su actuación a las reglas y procedimientos del país al que 
pertenece -pues es funcionario de dicho Estado y la actividad 
que desarrolla se encuentra al servicio de un proceso ailí trami- 
tado- a condición que “la diligencia solicitada no fuere contra- 
ria a disposiciones legales en el Estado requerido que expresa- 
mente la prohíba”. En materia de prestación de testimonios, se 
prevé expresamente que el declarante ante cónsul o diplomáti- 
co pueda rehusarse a prestarlos, tanto conforme a la ley del 
Estado requerido, como del Estado requirente. 


En tanto los agentes diplomáticos o consulares no se en- 
cuentran autorizados a emplear por sí medios de apremio (Art. 
9%, pueden requerir la adopción de los mismos a los órganos 
jurisdiccionales del Estado en que se desarrollan sus activida- 
des, los que únicamente podrán acceder cuando estimen que se 
han cumplido las condiciones exigidas por su ley (Art. 11). 


C) Procedimientos especiales 


Las autoridades del Estado exhortante podrán solicitar que 
se cumplan procedimientos especiales propios del ordenamien- 
to requirente, pedido que los tribunales rogados en principio 
deberán observar (Art. 15), excepto que fueren de imposible 
cumplimiento en dicho país, o resultaren incompatibles con su 
legislación (Art. 6* de la Convención de 1975 sobre Recepción 
de Pruebas). 


La facultad de requerir por los tribunales rogantes cl cum- 
plimiento de procedimientos específicos no es nueva para el 
Derecho Internacional Privado y Procesal uruguayo y se funda 
en la naturaleza accesoria del proceso cooperativo respecto del 
principal, a cuyo servicio se llevan a cabo las actuaciones cn el 
extranjero. 


D) Cláusulas generales aplicables a todos los procedimien- 
tos 


El diligenciamiento de las rogatorias cs objeto de determi- 
nado condicionamiento (Art. 16); se exige: 


* Que el proceso csté iniciado; se evita de esta forma el 
deber de acceder a exhibiciones o informaciones documenta- 
rias referidas con carácter prejudicial. 


* Que Jos documentos sean razonablemente identificados. 
* Que se especifique la razón por la cual la parte requirente 


crec que los documentos se encuentran en posesión o son de 
conocimiento de la persona requerida. 
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Los Estados, al momento de firmar, ratificar o adherir a la 
Convención, pueden declarar que cumplirán los exhortos refe- 
ridos en el artículo en examen, a condición que la rogatoria 
precise la relación entre la prueba requerida y el proceso en 
relación al cual ésta se solicita. Se juzga conveniente que nues- 
tro país efectúe en la oportunidad la mencionada declaración, 
como medio de evitar requerimientos abusivos o cuando menos 
no seriamente formulados. Todo ello parece garantía suficiente 
para el correcto cumplimiento de un deber básico impuesto por 
la práctica de las naciones civilizadas: cooperar en la realiza- 
ción de la Justicia. Por las consideraciones expuestas, vuestra 
Comisión de Asuntos Intemacionales recomienda la sanción 
del proyecto de ley de referencia. 


Sala de la Comisión, 4 de junio de 1992, 


Sergio Abreu (Miembro Informante), Hugo Bata- 
ila, Juan Carlos Blanco, Reinaldo Gargano, Juan 
Carlos Raffo, Américo Ricaldoni, Eduardo Viera, 
Alberto Zumarán. Senadores. 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
CONFLICTOS DE LEYES EN MATERIA DE 
ADOPCION DE MENORES 


Los Gobicrnos de los Estados Miembros de la Organización 
de los Estados Americanos, descosos de concertar una conven- 
ción sobre conflictos de leyes en materia de adopción de meno- 
res, han acordado lo siguiente: 


Artículo 1" 


La presente Convención se aplicará a la adopción de meno- 
res bajo las formas de adopción plena, legitimación adoptiva y 
Olras instituciones afines, que equiparen al adoptado a la condi- 
ción de hijo cuya filiación esté legalmente establecida, cuando 
el adoptante (o adoptantes) tenga su domicilio en un Estado 
Parte y el adoptado su residencia habitual en otro Estado Parte. 


Artículo 22 


Cualquicr Estado Parte podrá declarar, al momento de fir- 
mar o ratificar esta Convención, o de adherirse a ella, que se 
extiende su aplicación a cualquier otra forma de adopción in- 
ternacional de menores. 


Artículo 3* 

La ley de la residencia habitual del menor regirá la capaci- 
dad, consentimiento y demás requisitos para ser adoptado, así 
como cuáles son los procedimientos y formalidades extrínsecas 
necesarios para la constitución del vínculo. 

Artículo 4% 


La ley del domicilio del adoptante (o adoptantes) regirá: 


a. La capacidad para ser adoptante; 
b. Los requisitos de edad y estado civil del adoptante; 
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c. El consentimiento del cónyuge del adoptante, si fuera 


del caso,-y 
d. Los demás requisitos para ser adoptante. 


En el supuesto de que los requisitos de la ley del adoptante 
(o adoptantes) sean manifiestamente menos estrictos a los seña- 
lados por la ley de la residencia habitual del adoptado, regirá la 
ley de éste, 


Artículo 5* 


Las adopciones que se ajusten a la presente Convención 
surtirán sus efectos de pleno derecho, en los Estados Parte, sin 
que pueda invocarse la excepción de la institución desconoci- 
da. 


Artículo 6* 


Los requisitos de publicidad y registro de la adopción que- 
dan sometidos a la ley del Estado donde deben ser cumplidos. 


En el asiento registral, se expresarán la modalidad y carac- 
terísticas de la adopción. 


Artículo 7" 


Se garantizará cl secreto de la adopción cuando correspon- 
diere. No obstante, cuando ello fuere posible, se comunicarán a 
quien legalmente proceda los antecedentes clínicos del menor y 
de los progenitores si se los conociere, sin mencionar sus nont- 
bres ni otros datos que permitan su identificación. 


Artículo 8* 


En las adopciones regidas por esta Convención las autorida- 
des que otorgaren la adopción podrán exigir que el adoptante (o 
adoptantes) acredite su aptitud física, moral, psicológica y eco- 
nómica, a través de instituciones públicas o privadas, cuya 
finalidad específica se relacione con la protección del menor. 
Estas instituciones deberán estar expresamente autorizadas por 
algún Estado u organismo internacional. 


Las instituciones que acrediten las aptitudes referidas se 
comprometerán a informar a la autoridad de la adopción acerca 
de las condiciones en que se ha desarrollado la adopción, du- 
rante cl lapso de un año. Para este efecto la autoridad otorgante 
comunicará a la institución acreditante, el otorgamiento de la 
adopción. 


Artículo 9* 


En caso de adopción plena, legitimación adoptiva y figuras 
afines: 


a. Las relaciones entre adoptante (o adoptantes) y adopta- 
do, inclusive las alimentarias, y las del adoptado con la familia 
del adoptante (o adoptantes) se regirán por la misma ley que 
rige las relaciones del adoptante (o adoptantes) con su familia 
legítima; 
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b. Los vínculos del adoptado con su familia de origen se 
considerarán disucitos, Sin embargo, subsistirán los impedi- 
mentos para contraer matrimonio. 


Artículo 10 


En caso de adopciones distintas a las de adopción plena, 
legitimación adoptiva y figuras afines, las relaciones entre adop- 
tante (o adoptantes) y adoptado se rigen por la ley del domici- 
lso del adoptante (o adoptantes). 


Las relaciones del adoptado con su familia de origen se 
rigen por la ley de su residencia habitual al momento de la 
adopción. 


Artículo 11 


Los derechos sucesorios que corresponden al adoptado o 
adoptante (o adoptantes) se regirán por las normas aplicables a 
las respectivas sucesiones. 


En los casos de adopción plena, legitimación adoptiva y 
figuras afines, el adoptado, el adoptante (o adoptantes) y la 
familia de éste (o de éstos), tendrán los mismos derechos suce- 
sorjos que corresponden a la filiación Icgítima. 


Artículo 12 


Las adopciones referidas en el artículo 12 serán irrevoca- 
bles. La revocación de las adopciones a que se refiere el artícu- 
lo 22 se regirá por la ley de la residencia habitual del adoptado 
al momento de la adopción. 


Artículo 13 


Cuando sea posible la conversión de la adopción simple en 
adopción plena o legitimación adoptiva o instituciones afines, 
la conversión se regirá, a elección det actor, por la ley de la 
residencia habitual del adoptado, al momento de la adopción, o 
por la del Estado donde tenga su domicilio el adoptante (o 
adoptantes) al momento de pedirle la conversión. 


Si el adoptado tuviere más de 14 años de edad será necesa- 
rio su consentimiento. 


Artículo 14 


La anulación de la adopción se regirá por la ley de su 
otorgamiento. La anulación sólo scrá decretada judicialmente, 
vclándose por los intereses del menor de conformidad con el 
artículo 19 de esta Convención. 


Artículo 15 
Serán competentes en el otorgamiento de las adopciones a 


que se refiere esta Convención las autoridades del Estado de la 
residencia habitual del adoptado. 
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Artículo 16 


Serán competentes para decidir sobre anulación o revoca- 
ción de la adopción los jueces del Estado de la residencia 
habitual del adoptado al momento del otorgamiento de la adop- 
ción. 


Serán competentes para decidir la conversión de la adop- 
ción simple en adopción plena o legitimación adoptiva o figu- 
ras afines, cuando cello sca posible, aliernativamente y a clcc- 
ción del actor, las autoridades del Estado de la residencia habi- 
tual del adoptado al momento de la adopción o las del Estado 
donde tenga domicilio el adoptante (o adoptantes), o las del 
Estado donde tenga domicilio el adoptado cuando tenga domi- 
cilio propio, al momento de pedirse la conversión. 


Artículo 17 


Serán competentes para decidir las cuestiones relativas a las 
relaciones entre adoptado y adoptante (o adoptantes) y la fami- 
lia de éste (o de éstos), los jueces del Estado del domicilio del 
adoptante (o adoptantes) mientras el adoptado no constituya 
domicilio propio. 


A partir del momento en el que el adoptado tenga domicilio 
propio será competente, a elección del actor, el Juez del domi- 
cilio del adoptante (o adoptantes). 


Artículo 18 


Las autoridades de cada Estado Parte podrán rehusarse a 
aplicar la ley declarada competente por esta Convención cuan- 
do dicha ley sea manifiestamente contraria a su orden público. 


Artículo 19 


Los términos de la presente Convención y las leyes aplica- 
bles según eila se interpretarán armónicamente y en favor de la 
validez de la adopción y en beneficio del adoptado. 


Artículo 20 


Cualquier Estado Parte podrá, cn todo momento, declarar 
que esta Convención se aplica a las adopciones de menores con 
residencia habitual en él por personas que también tengan resi- 
dencia habitual en el mismo Estado Parte, cuando, de las cir- 
cunstancias del caso concreto, a juicio de la autoridad intervi- 
niente, resulte que el adoptante (o adoptantes) se proponga 
constituir domicilio en otro Estado Parte después de constitui- 
da la adopción. 


Artículo 21 


La presente Convención estará abierta a la firma de los 
Estados Miembros de la Organización de los Estados America- 
nos. 
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Artículo 22 


La presente Convención está sujeta a ratificación. Los ins- 
trumentos de ratificación se depositarán en la Secretaría Gene- 
ral de la Organización de los Estados Americanos. 


Artículo 23 


La presente Convención quedará abierta a la adhesión de 
cualquier otro Estado. Los instrumentos de adhesión se deposi- 
tarán cn la Secretaría Gencral de la Organización de los Esta- 
dos Americanos. 


Artículo 24 


Cada Estado podrá formular reservas a la presente Conven- 
ción al momento de firmarla, ratificarla o adherirse a ella, 
siempre que la reserva verse sobre una o más. disposiciones 
específicas. 


Artículo 25 


Las adopciones otorgadas conforme al derecho interno, cuan- 
do el adoptante (o adoptantes) y el adoptado tengan domicilio o 
residencia habitual en el mismo Estado Parte, surtirán efectos 
de pleno derecho en los demás Estados Parte, sin perjuicio de 
que tales efectos se rijan por la ley del nuevo domicilio del 
adoptante (o adoptantes). 


Artículo 26 


La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que haya sido depositado cl scgundo ins- 
trumento de ratificación, 


Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhicra a 
ella después de haber sido depositado el segundo instrumento 
de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día 
a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instru- 
mento de ratificación o adhesión. 


Artículo 27 


Los Estados Parte que tengan dos o más unidades territoria- 
les en las que rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con 
cuestiones tratadas en la presente Convención, podrán declarar, 
en el momento de las firmas, ratificación o adhesión, que la 
Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o sola- 
mente a una o más de ellas, 


Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante decla- 
raciones ulteriores, que espccificarán expresamente la o las 
unidades territoriales a las que se aplicará la presente Conven- 
ción. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secre- 
taría General de la Organización de los Estados Americanos y 
surtirán efecto treinta días después de recibidas. 


Artículo 28 


La presente Convención regirá indefinidamente, pero cual- 
quicra de los Estados Parte podrá denunciarla. El instrumento 
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de denuncia será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año, 
contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de 
denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado de- 
nunciante, quedando subsistente para los demás Estados Parte. 


Artículo 29 


El instrumento original de la presente Convención, cuyos 
textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente 
auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Orga- 
nización de los Estados Americanos, la que enviará copia au- 
téntica de su texto a la Secretaría de las Naciones Unidas, para 
su registro y publicación, de conformidad con el artículo 102 
de su Carta constitutiva. La Secretaría General de la Organiza- 
ción de los Estados Americanos notificará a los Estados Miem- 
bros de dicha Organización y a los Estados que se hayan adhe- 
rido a la Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos 
de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que 
hubicre. También les trasmitirá las declaraciones previstas en 
los artículos 22, 20 y 27 de la presente Convención. 


EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascriptos, 
debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, firman 
la presente Convención. 


HECHA EN LA CIUDAD DE LA PAZ, BOLIVIA, el día 
veinticuatro de mayo de mil novecientos ochenta y cuatro, 


Rev. 24 mayo 1984 


B-48. CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
CONFLICTOS DE LEYES EN MATERIA DE ADOPCION 
DE MENORES 


Suscrita cn La Paz, Bolivia, el 24 de mayo de 1984, en la 
Tercera Conferencia Especializada Interamericana sobre 
Derecho Internacional Privado 


ENTRADA EN VIGOR: El trigésimo día a partir de 
la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de 
ratificación conforme al artículo 26 de la Convención. 

DEPOSITARIO: Secretaría Gencral OEA (Instrumento ori- 
ginal y ratificaciones). 

TEXTO: Serie sobre Tratados, OEA, N? 62. 

REGISTRO ONU: 


PAISES SIGNATARIOS DEPOSITO RATIFICACION 


Chile idilio 


A 
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Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a 
ella después de haber sido depositado cl segundo instrumento 
de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día 
a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instru- 
mento de ratificación o adhesión. 


POR GRENADA: 
FOR GRENADA: 
POR GRENADA: 
POUR LA GRENADE: 


POR CHILE: 
FOR CHILE: 
PELO CHILE: 
POUR LE CHILI: 


POR EL SALVADOR: 
FOR EL SALVADOR: 
POR EL SALVADOR: 
POUR LE SALVADOR: 


POR SANTA LUCIA: 
FOR SANTA LUCIA: 
POR SANTA LUCIA: 
POUR SAINTE-LUCIE: 


POR PARAGUAY: 

FOR PARAGUAY: 

POR PARAGUAI: 
POUR LE PARAGUAY: 


POR MEXICO: 
FOR MEXICO: 
POR MEXICO: 
POUR LE MEXIQUE: 


POR COSTA RICA: 
FOR COSTA RICA: 
POR COSTA RICA: 
POUR COSTA RICA: 


POR PANAMA: 
FOR PANAMA: 
PELO PANAMA: 
POUR PANAMA: 


POR LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA: 
FOR THE UNITED STATES OF AMERICA: 
PELO ESTADOS UNIDOS DA AMERICA: 
POUR LES ETATS-UNIS D' AMERIQUE: 


POR SAN VICENTE Y LAS GRANADINAS: 
FOR SAINT VICENT AND THE GRENADINES: 
POR SÁO VICENTE E GRANADINAS: 

POUR SAINT-VICENT-ET-GRENADINES 


POR PERU: 

FOR PERU: 

PELO PERU: 
POUR LE PEROU: 


POR VENEZUELA: 
FOR VENEZUELA: 
PELA VENEZUELA: 
POUR LE VENEZUELA: 


POR LA REPUBLICA ARGENTINA: 
FOR THE ARGENTINE REPUBLIC: 
PELA REPUBLICA ARGENTINA: 
POUR LA REPUBLIQUE ARGENTINE: 


POR TRINIDAD Y TOBAGO: 
FOR TRINIDAD AND TOBAGO: 
POR TRINIDAD E TOBAGO: 
POUR TRINITE-ET-TOBAGO: 


POR SURINAME: 
FOR SURINAME: 
PELO SURINAME: 
POUR LE SURINAME: 


POR LA REPUBLICA DOMINICANA: 
FOR THE DOMINICAN REPUBLIC: 
PELA REPUBLICA DOMINICANA: 
POUR LA REPUBLIQUE DOMINCAINE: 


POR BRASIL: 
FOR BRAZIL; 
PELO BRAZIL: 
POUR LE BRESIL: 


POR GUATEMALA: 
FOR GUATEMALA: 
PELA GUATEMALA: 
POUR LE GUATEMALA: 


POR HAITI: 
FOR HAITT: 
PELO HAITI: 
POUR HAITI: 


POR HONDURAS: 
FOR HONDURAS: 
POR HONDURAS: 
POUR LE HONDURAS: 


POR EL COMMONWEALTH DE DOMINICA: 

FOR THE COMMONWEALTH DE DOMINICA: 
PELA COMMONWEALTH DE DOMINICA: 

POUR LE COMMONWEALTH DE LA DOMINIQUE: 


POR SAN CRISTOBAL Y NIEVES: 

FOR SAINT CHRISTOPHER AND NEVIS: 
POR SÁO CRISTOVÁO E NEVES: 

POUR SAINT-CHRISTOPHE-ET-NEVIS: 


POR BARBADOS: 
FOR BARBADOS: 
POR BARBADOS: 
POUR LA BARBADE: 
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POR ANTIGUA Y BARBUDA: 
FOR ANTIGUA AND BARBUDA: 
POR ANTIGUA E BARBUDA: 
POUR ANTIGUA-ET-BARBUDA: 


POR ECUADOR: 
FOR ECUADOR: 
PELO EQUADOR: 
POUR L'EQUATEUR: 


POR NICARAGUA: 

FOR NICARAGUA: 

POR NICARGUA: 

POUR LE NICARAGUA: 


POR COLOMBIA: 

FOR COLOMBIA: 
PELA COLOMBIA: 
POUR LA COLOMBTE: 


POR EL COMMONWEALTH DE LAS BAHAMAS: 
FOR THE COMMONWEALTH OF THE BAHAMAS: 
PELA COMMONWEALTH DAS BAHAMAS: 

POUR LE COMMONWEALTH DES BAHAMAS: 


POR BOLIVIA: 
FOR BOLIVIA: 
POR BOLIVIA: 
POUR LA BOLTIVIE: 


Certifico que el documento preinserto es copia fiel y exacta 
de los textos originales en español, inglés, portugués y francés 
de la Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes cn 
Materia de adopción de Menores, suscrita el 24 de mayo de 
1984 en La Paz, Bolivia, en la Tercera Conferencia Especialt- 
zada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado, y 
que los textos firmados de dichos originales se encuentran de- 
positados en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos. 


14 de noviembre de 1985 


I hercby certify that the foregoing document is a truc and 
faithful copy of the authentic texts in Spanish, English, Portu- 
guese and French of the Inter-American Convention on Con- 
flict of Laws Concerning the Adoption of Minors, signed in La 
Paz, Bolivia, on May 24, 1984, at the Third Inter-American 
Specialized Conference on Private International Law, and that 
the signed originals of these texts are on deposit with the Gene- 
ral Secretariat of the Organization of American States. 


November 14, 1985 


Certifico que o documento transcrito é cópia fiel e auténtica 
dos textos originais em espanhol, inglés, portogués e francés da 
Convengao Interamericana sobre Conflito de Leis em Materia 
de Adogao de Menores, assinada em La Paz, Bolívia, em 24 de 
maio de 1984, na Terceira Conférencia Especializada Intera- 
mericana sobre Dircito Internacional Privado, e que os textos 
assinados de ditos originais encontram-se depositados na Secre- 
taria-Geral da Organizagao dos Estados Americanos. 
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14 de novembro de 1985 


Je certifie que le document qui précede est une copic fidele 
et conforme aux textes authentiques en espagnol, anglaís, por- 
tugais et frangais de la Convention interaméricaine sur tes Con- 
flits de Lois en Matitre d'Adoption de Mineurs, signée á La 
Paz, Bolivie, le 24 mai 1984, lors de la troisiéme Conférence 
spécialisée interaméricaine sur le Droit international privé, ct 
que les originaux signés de ces textes se trouvent déposés au- 
pres du Secrétariat général de Organisation des Etats Améri- 
cains. 


14 novembre 1985 


Por el Secretario General 
For the Secretary General 
Pelo Secretário-Geral 

Pour lc Secrétaire général 


Hugo Caminos 
Subsecretario de Asuntos  Sub-Secretário de Assuntos 
Jurídicos Jurídicos 


Secretaría General de la OEA  Secretaría-Geral de OEA 


Assistant Sccretary for Legal Sous-secrétaire pour les 
Affairs questions juridiques 
OAS General Secretariat Secrétariat général de OEA 


LA ORGANIZACION DE LOS 
ESTADOS AMERICANOS 


La Carta de la Organización de los Estados Americanos 
(OEA) señala los siguientes propósitos esenciales: afianzar la 
paz y la seguridad del Continente; prevenir las posibles causas 
de dificultades y asegurar la solución pacífica de las controver- 
sias que surjan entre los Estados miembros; organizar la acción 
solidaria de éstos en caso de agresión; procurar Ja solución de 
los problemas políticos, jurídicos y económicos que se susciten 
entre ellos, y promover, por medio de ta acción cooperativa, su 
desarrollo económico, social y cultural. 


La OEA es la asociación regional de naciones más antigua 
del mundo, ya que su origen se remonta a la Primera Conferen- 
cia Internacional Americana, que se realizó en Washington, 
D.C., en 1890. Dentro de las Naciones Unidas constituye un 
organismo regional. La Carta que la rige fue suscrita en Bogotá 
en 1948 y luego modificada mediante el Protocolo de Buenos 
Aires, el cual entró en vigor en 1970, Hoy día la OEA está 
compuesta de treinta y dos Estados Miembros. La Secretaría 
General de la Organización, su Órgano central y permanente, 
está ubicada en la ciudad de Washington, D.C. 


ESTADOS MIEMBROS: Antigua y Barbuda, Argentina, 
Bahamas, (Commonwealth de las), Barbados, Bolivia, Brasil, 
Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, Dominica, (Commonwealth 
de), Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Grenada, Gua- 
temala, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Pa- 
namá, Paraguay, Perú, República Dominicana, San Cristó- 
bal y Nieves, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, 
Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay, Venezuela. 


10 de Junio de 1992 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
PERSONALIDAD Y CAPACIDAD DE PERSONAS 
JURIDICAS EN EL 
DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 


Los Gobiernos de los Estados Miembros de la Organización 
de los Estados Americanos, descosos de concertar una conven- 
ción sobre personalidad y capacidad de personas jurídicas en cl 
Derecho Internacional Privado, han acordado lo siguiente: 


Artículo 12 


La presente Convención se aplicará a las personas jurídicas 
constituidas en cualquiera de los Estados Partes, entendiéndose 
por persona jurídica toda entidad que tenga existencia y res- 
ponsabilidad propias, distintas a las de sus miembros o funda- 
dores, y que sea calificada como persona jurídica según la ley 
del lugar de su constitución. 


Se aplicará esta Convención sin perjuicio de convenciones 
específicas que tengan por objeto categorías especiales de per- 
sonas jurídicas. 


Artículo 2* 


La existencia, la capacidad para ser titular de derechos y 
obligaciones, cl funcionamiento, la disolución y la fusión de las 
personas jurídicas de carácter privado se rigen por la ley del 
lugar de su constitución. 


Por “la ley del lugar de su constitución” se entiende la del 
Estado Parte donde se cumplan los requisitos de forma y fondo 
requeridos para la creación de dichas personas. 


Artículo 32 


Las personas jurídicas privadas, debidamente constituidas 
en un Estado Parte, scrán reconocidas de pleno derecho en los 
demás Estados Partes. El reconocimiento de pleno derecho no 
excluye la facultad del Estado Parte para exigir la comproba- 
ción de que la persona jurídica existe conforme a da ley del 
Jugar de su constitución. 


En ningún caso, la capacidad reconocida a las personas 
jurídicas privadas, constituidas en un Estado Parte, podrá exce- 
der de la capacidad que la ley dei Estado Parte de reconoci- 
miento otorgue a las personas jurídicas constituidas en este 
último. 


Artículo 4* 
Para cl ejercicio de actos comprendidos cn el objeto social 
de las personas jurídicas privadas, regirá la ley del Estado Parte 
donde se realicen tales actos. 


Artículo 52 


Las personas jurídicas privadas constituidas en un Estado 
Parte que pretendan establecer la sede efectiva de su adminis- 
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tración en otro Estado Parte, podrán ser obligados a cumplir 
con los requisitos establecidos en la legislación de este último. 


Artículo 6? 


Cuando la persona jurídica privada actúe por medio de re- 
presentante, en un Estado distinto del de su constitución, se 
entenderá que ese representante, o quien lo sustituya, podrá 
responder de pleno derecho a los reclamos y demandas que 
contra dicha persona pudicran intentarse con motivo de los 
actos en cuestión. 


Artículo 72 


Cada Estado Parte y las demás personas jurídicas de derc- 
cho público organizadas de acuerdo con su ley, gozarán de 
personalidad jurídica privada de pleno derecho y podrán adqui- 
rir derechos y contraer obligaciones en el territorio de los de- 
más Estados Partes, con las restricciones establecidas por dicha 
ley y por las leyes de estos últimos, en especial en lo que 
respecta a los actos jurídicos referentes a derechos reales y sin 
perjuicio de invocar, en su caso, la inmunidad de jurisdicción. 


Artículo 8? 


Las personas jurídicas internacionales creadas por un acuer- 
do internacional entre Estados Partes o por una resolución de 
una organización internacional, se regirán por las estipulacio- 
nes del acuerdo o resolución de su creación y serán reconocidas 
de pleno derecho como sujetos de derecho privado en todos los 
Estados Partes del mismo modo que las personas jurídicas pri- 
vadas y sin perjuicio de invocar, en su caso, la inmunidad de 
jurisdicción. 


Artículo 92 
La ley declarada aplicable por esta Convención podrá no 


ser aplicada en territorio del Estado Parte que la considere 
manifiestamente contraria a su orden público. 


Artículo 10 


La presente Convención estará abierta a la firma de los 
Estados Miembros de la Organización de los Estados America- 
nos. 


Artículo 11 


La presente Convención está sujeta a ratificación. Los ins- 
trumentos de ratificación se depositarán en la Secretaría Gene- 
ral de la Organización de los Estados Americanos. 


Artículo 12 


La presente Convención quedará abierta a la adhesión de 
cualquier otro Estado. Los instrumentos de adhesión se deposi- 
tarán en la Sccretaría General de la Organización de los Esta- 
dos Americanos. 


168- C,S. 


Artículo 13 


Cada Estado podrá formular reservas a la presente Conven- 
ción al momento de firmarla, ratificarla o al adherirse a clla, 
siempre que la reserva verse sobre una o más disposiciones 
específicas. 


Artículo 14 


La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que haya sido depositado el segundo ins- 
trumento de ratificación. 


Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a 
ella después de haber sido depositado el segundo instrumento 
de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día 
a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instru- 
mento de ratificación o adhesión. 


Artículo 15 


Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territo- 
riales en las que rijan distintos sistemas jurídicos relacionados 
con cuestiones tratadas en la presente Convención, podrán de- 
clarar, en el momento de la firma, ratificación o adhesión, que 
la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o 
solamente a una o más de ellas. 


Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante decla- 
raciones ulteriores, que especificarán expresamente la o las 
unidades territoriales a las que se aplicará la presente Conven- 
ción. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secre- 
taría General de la Organización de los Estados Americanos y 
surtirán efecto treinta días después de recibidas. 


Artículo 16 


La presente Convención regirá indefinidamente, pero cual- 
quiera de los Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento 
de denuncia será depositado en la Secretaría Gencral de la 
Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año, 
contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de 
denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Par- 
les, 


Artículo 17 


El instrumento original de la presente Convención, cuyos 
textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente 
auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Orga- 
nización de los Estados Americanos, la que enviará copia au- 
téntica de su texto a la Secretaría de las Naciones Unidas, para 
su registro y publicación, de conformidad con el artículo 102 
de su Carta constitutiva. La Secretaría General de la Organiza- 
ción de los Estados Americanos notificará a los Estados Miem- 
bros de dicha Organización y a los Estados que se hayan adhe- 
rido a la Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos 
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de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que 
hubiere. También les trasmitirá las declaraciones previstas en 
el artículo 15 de la presente Convención. 


EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascriptos, 
debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, firman 
la presente Convención. 


HECHA EN LA CIUDAD DE LA PAZ, BOLIVIA, el día 
veinticuatro de mayo de mil novecientos ochenta y cuatro. 


Rev. 24 de mayo 1984 


B-49. CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
PERSONALIDAD Y CAPACIDAD DE PERSONAS 
JURIDICAS EN EL DERECHO 
INTERNACIONAL PRIVADO 


Suscrita en La Paz, Bolivia, el 24 de mayo de 1984, en la 
Tercera Conferencia Especializada Interamericana sobre 
Derecho Internacional Privado 


ENTRADA EN VIGOR: El trigésimo día a partir de 
la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de 
ratificación conforme al artículo 14 de la Convención. 


DEPOSITARIO: Secretaría Gencral OEA (Instrumento ori- 
ginal y ratificaciones). 


TEXTO: Serie sobre Tratados, OEA, N? 63. 


REGISTRO ONU: 


PAISES SIGNATARIOS — DEPOSITO RATIFICACION 


Nicaragua e.omocnonnccnconcononcnne 
ÚUTUBUAY coccocconconcronconenconoso 
Venezucla .ooocconnonnniinicmm. 


Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a 
ella después de haber sido depositado el segundo instrumento 
de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día 
a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instru- 
mento de ratificación o adhesión. 


POR GRENADA: 
FOR GRENADA: 
POR GRENADA: 
POUR LA GRENADE: 


POR CHILE: 
FOR CHILE: 
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PELO CHILE: 
POUR LE CHIEI: 


POR EL SALVADOR 
FOR EL SALVADOR: 
POR EL SALVADOR 
POUR EL SALVADOR: 


POR SANTA LUCIA: 
FOR SAINT LUCIA: 
POR SANTA LUCIA: 
POUR SAINTE-LUCTIE: 


POR PARAGUAY-: 
FOR PARAGUAY: 
PELO PARAGUAI 
POUR LE PARAGUAY: 


POR MEXICO: 
FOR MEXICO: 

PELO MEXICO: 
POUR LE MEXIQUE: 


POR COSTA RICA: 
FOR COSTA RICA: 
POR COSTA RICA: 
POUR COSTA RICA: 


POR PANAMA: 
FOR PANAMA: 
PELO PANAMA: 
POUR PANAMA: 


POR LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA: 


FOR THE UNITED STATES OF AMERICA: 
PELOS ESTADOS UNIDOS DA AMERICA: 
POUR LES ETATS-UNIS D'AMERIQUE: 


POR LA REPUBLICA ARGENTINA: 
FOR THE ARGENTINE REPUBLIC: 
PELA REPUBLICA ARGENTINA: 
POUR LA REPUBLIQUE ARGENTINE: 


POR SAN VICENTE Y LAS GRANADINAS: 


FOR SAINT VICENT AND THE GRENADINES: 


POR SAO VICENTE E GRANADINAS: 
POUR SAINT-VICENT-ET-GRANADINES: 


POR PERU: 

FOR PERU: 

PELO PERU: 
POUR LE PEROU: 


POR VENEZUELA: 

FOR VENEZUELA: 
PELA VENEZUELA: 
POUR LE VENEZUELA: 
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POR TRINIDAD Y TOBAGO: 
FOR TRINIDAD AND TOBAGO: 
POR TRINIDAD E TOBAGO: 
POUR TRINITE-ET-TOBAGO: 


POR SURINAME: 

FOR SURINAME: 
PELO SURINAME: 
POUR LE SURINAME: 


POR LA REPUBLICA DOMINICANA: 
FOR THE DOMINICAN REPUBLIC: 
PELA REPUBLICA DOMINICANA: 


POUR LA REPUBLIQUE DOMINICAINE: 


POR BRASIL: 
FOR BRAZIL: 
PELO BRASIL: 
POUR LE BRESIL: 


POR GUATEMALA: 
FOR GUATEMALA: 
PELA GUATEMALA: 
POUR LE GUATEMALA: 


POR HAITI: 
FOR HAITI: 
PELO HAITI: 
POUR HAITI: 


POR HONDURAS: 
FOR HONDURAS: 
POR HONDURAS: 
POUR LE HONDURAS: 


POR EE COMMONWEALTH 
DE DOMINICA: 

FOR THE COMMONWEALTH 
DOMINICA: 

PELA COMMONWEALTH 
DE DOMINICA: 

POUR LE COMMONWEALTH 
DELA DOMINIQUE: 


POR SAN CRISTOBAL Y NIEVES: 


FOR SAINT CHRISTOPHER AND NEVIS: 


POR SAO CRISTOVAO E NEVES: 
POUR SAINT-CHRISTOPHE-ET-NEVIS: 


POR BARBADOS: 
FOR BARBADOS: 
POR BARBADOS: 
POUR LA BARBADE: 


POR ANTIGUA Y BARBUDA: 
FOR ANTIGUA AND BARBUDA: 
POR ANTIGUA E BARBUDA: 

POUR ANTIGUA-ET-BARBUDA:; 
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POR ECUADOR: 
FOR ECUADOR: 
PELO EQUADOR: 
POUR L'EQUATEUR: 


POR NICARAGUA: 
FOR NICARAGUA: 
POR NICARAGUA: 
POUR LE NICARAGUA: 


POR COLOMBIA: 

FOR COLOMBIA: 
PELA COLOMBIA: 
POUR LA COLOMBIE: 


POR EL COMMONWEALTH DE LAS BAHAMAS: 
FOR THE COMMONWEALTH OF THE BAHAMAS: 
PELA COMMONWEALTH DAS BAHAMAS: 

POUR LE COMMONWEALTH DES BAHAMAS: 


POR BOLIVIA: 
FOR BOLIVIA: 
PELA BOLIVIA: 
POUR LA BOLIVIE: 


Certifico que el documento preinserto es copia fiel y exacta 
de los textos originales en español, inglés, portugués y francés 
de la Convención Interamericana sobre Personalidad y Capaci- 
dad de Personas Jurídicas en el Derecho Internacional Privado, 
suscrita el 24 de mayo de 1984 en La Paz, Bolivia, cn la 
Tercera Conferencia Especializada Interamericana sobre Dere- 
cho Internacional Privado, y que los textos firmados de dichos 
originales se encuentran depositados en la Secretaría Gencral 
de la Organización de los Estados Americanos. 


14 de noviembre de 1985 


1 hereby certify that the foregoing document is a true and 
faithful copy of the authentic texts in Spanish, English, Portu- 
gucse and French of the Inter-American Convention on Perso- 
nality and Capacity of Juridical Persons in Private International 
Law, signed in La Paz, Bolivia, on May 24, 1984, at the Third 
Inter-American Specialized Conference on Private Internatio- 
nal Law, and that the signed originals of these texis are on 
deposit with the General Secretariat of the Organization of 
American States. 


November 14, 1985 


Certifico que o documento transcrito é cópia fiel e auténtica 
dos textos originais en espanhol, inglés, portugués e francés da 
Convengao Interamericana sobre Personalidade e Capacidade 
de Pessoas Jurídicas no Direito Internacional Privado, assinada 
cm La Paz, Bolivia, em 24 de maio de 1984, na Terceira 
Conferéncia Especializada Interamericana sobe Direito Interna- 
cional Privado, e que os textos assinados de ditos originais 
encontram-se depositados na Secretaria-Geral da Organizagao 
dos Estados Americanos. 


14 de novembro de 1985 
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Je certifie que le document qui précede est une copie fidele 
et conforme aux textes authentiques en espagnol, anglais, por- 
tugais et francais de la Convention interaméricane sur la Per- 
sonnalité et la Capacité des Personnes juridiques en Droit inter- 
national privé, signés á La Paz, Bolivie, le 24 mai 1984, lors de 
la Troisicme Conférence spécialiséc interaméricaine sur le Droit 
International privé, et que les originaux signés de ces textes se 
trouvent déposés aupres du Secrétariat général de "Organisation 
des Etats Américains. 


14 novembre 1985 


Por el Secretario Gcneral 
For the Secretary General 
Pelo Secretário-Geral 
Pour le Secrétaire général 


Hugo Caminos 


Subsecretario de Ásuntos Sub-Seecretário de Asuntos 
Jurídicos Jurídicos 
Secretaría General de la OEA Secretaria-Geral de OEA 


Assistant Secretary for Legal  Sous-sccrétaire pour les 
Affairs questions juridiques 
OAS General Secretariat Secrétariat général de POEA 


LA ORGANIZACION DE LOS 
ESTADOS AMERICANOS 


La Carta de la Organización de los Estados Americanos 
(OEA) señala los siguientes propósitos esenciales: afianzar la 
paz. y la seguridad del Continente; prevenir las posibles causas 
de dificultades y asegurar la solución pacífica de las controver- 
sias que surjan entre los Estados Miembros; organizar la acción 
solidaria de éstos en caso de agresión; procurar la solución de 
los problemas políticos, jurídicos y económicos que se susciten 
entre ellos, y promover, por medio de la acción cooperativa, su 
desarrollo económico, social y cultural. 


La OEA e€s la asociación regional de naciones más antigua 
del mundo, ya que su origen se remonta a la Primera Conferen- 
cia Internacional Americana, que se realizó en Washington D.C., 
en 1890, Dentro de las Naciones Unidas constituye un organis- 
mo regional. La Carta que la rige fue suscrita en Bogotá en 
1948 y luego modificada mediante el Protocolo de Buenos 
Aires, el cual entró en vigor en 1970. Hoy día la OEA cstá 
compuesta de treinta y dos Estados Miembros. La Secretaría 
General de la Organización, su Órgano central y permanente, 
está ubicada en la ciudad de Washington D.C. 


ESTADOS MIEMBROS: Antigua y Barbuda, Argentina, 
Bahamas, (Commonwealth de las), Barbados, Bolivia, Brasil, 
Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, Domínica, (Commonweal- 
th de), Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Grenada, Gua- 
temala, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Pa- 
namá, Paraguay, Perú, República Dominicana, San Cristó- 
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bal y Nieves, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, 
Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay, Venezuela. 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
COMPETENCIA EN LA ESFERA INTERNA- 
CIONAL PARA LA 
EFICACIA EXTRATERRITORIAL DE LAS 
SENTENCIAS EXTRANJERAS 


Los Gobiernos de los Estados Miembros de la Organización 
de los Estados Americanos, 


ANIMADOS del propósito de asegurar una mejor adminis- 
tración de justicia mediante mayor cooperación judicial entre 
los Estados Americanos, y 


CONSIDERANDO que la eficaz aplicación del artículo 2, 
inciso d) de la Convención Interamericana sobre Eficacia Ex- 
traterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, 
firmada en la ciudad de Montevideo el 8 de mayo de 1979, 
exige disposiciones que eviten conflictos de competencia entre 
sus Estados Partes. 


HAN CONVENIDO en suscribir la siguiente 


CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
COMPETENCIA EN LA ESFERA INTERNACIONAL 
PARA LA 
EFICACIA EXTRATERRITORIAL DE LAS SENTEN- 
CIAS EXTRANJERAS 


Artículo 12 


Con el fin de obtener la eficacia extraterritorial de las sen- 
tencias extranjeras se considerará salisfecho el requisito de la 
competencia en la esfera internacional cuando el órgano juris- 
diccional de un Estado Parte que ha dictado sentencia hubiera 
tenido competencia de acuerdo con las siguientes disposicio- 
nes: 


A. En materia de acciones personales de naturaleza patri- 
monial debe satisfacerse alguno de los siguientes supuestos, O 
lo previsto en la sección D de este artículo, si fuere del caso: 


1. Que el demandado, al momento de entablarse la deman- 
da haya tenido su domicilio o residencia habitual en el territo- 
rio del Estado Parte donde fue pronunciada la sentencia si se 
tratare de personas físicas, o que haya tenido su establecimien- 
to principal en dicho territorio en el caso de personas jurídicas; 


2. En el caso de acciones contra sociedades civiles o mer- 
cantiles de carácter privado, que éstas, al momento de entablar- 
se la demanda, hayan tenido su establecimiento principal en el 
Estado Parte donde fue pronunciada la sentencia o bicn hubie- 
ren sido constituidas en dicho Estado Parte; 


3. Respecto de acciones contra sucursales, agencias o filia- 
les de sociedades civiles o mercantiles de carácter privado, que 
las actividades que originaron las respectivas demandas se ha- 
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yan realizado en el Estado Parte donde fue pronunciada la 
sentencia, O 


4. En materia de fueros renunciables que el demandado 
haya aceptado por escrito la competencia del órgano jurisdic- 
cional que pronunció la sentencia; o si, a pesar de haber com- 
parecido en el juicio, no haya cuestionado oportunamente la 
competencia de dicho órgano. 


B. En el caso de acciones reales sobre bienes muebles cor- 
porales debe satisfacerse uno de los siguientes supuestos: 


1. Que, al momento de entablarse la demanda, los bienes 
hayan estado situados en el territorio del Estado Parte donde 
fue pronunciada la sentencia, o 


2. Que se diere cualquiera de los supuestos previstos en la 
sección A de este artículo. 


C. En el caso de acciones reales sobre bienes inmucbles, 
que éstos se hayan encontrado situados, al momento de enta- 
blarse la demanda, cn el territorio del Estado Parte donde fue 
pronunciada la sentencia. 


D. Respecto de acciones derivadas de contratos mercantiles 
celebrados en la esfera internacional, que las Partes hayan acor- 
dado por escrito someterse a la jurisdicción del Estado Parte 
donde se pronunció la sentencia, siempre y cuando tal compe- 
tencia no haya sido establecida en forma abusiva y haya existi- 
do una conexión razonable con el objeto de la controversia. 


Artículo 2* 


Se considerará también satisfecho el requisito de la compe- 
tencia en la esfera internacional si, a criterio del órgano juris- 
diccional del Estado Parte donde deba surtir efectos, el órgano 
jurisdiccional que pronunció la sentencia asumió competencia 
para evitar denegación de justicia por no existir Órgano juris- 
diccional competente. 


Artículo 3* 


En el caso de una sentencia pronunciada para decidir una 
contrademanda, se considerará satisfecho el requisito de la com- 
petencia en la esfera internacional cuando: 


1. Si se considerara la contrademanda como una acción 
independiente, se hubiera cumplido con las disposiciones ante- 
riores; 


2. La demanda principal ha cumplido con las disposiciones 
anteriores y la contrademanda se fundamentó en el acto o he- 
cho en que se basó la demanda principal. 


Artículo 4? 
Podrá negarse eficacia extraterritorial a la sentencia si ha 


sido dictada invadiendo la compctencia exclusiva del Estado 
Parte ante el cual se invoca, 
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Artículo 5* 


Para que las sentencias extranjeras pucdan tencr eficacia 
extraterritorial se requerirá que, además de tener el carácter de 
cosa juzgada, puedan ser susceptibles de reconocimiento o eje- 
cución en todo el territorio del Estado Parte donde fueron pro- 
nunciadas. 


Artículo 62 


Esta Convención sólo cs aplicable en Jos casos regulados 
por los artículos anteriores y no rige en las siguientes materias: 


a. Estado civil y capacidad de las personas físicas; 

b. Divorcio, nulidad de matrimonio y régimen de los bienes 
en el matrimonio; 

c. Pensiones alimenticias; 

d. Sucesión testamentaria o intestada; 

e. Quiebras, concursos, concordatos u otros procedimientos 
análogos; 

f. Liquidación de sociedades; 

g. Cuestiones laborales; 

h. Seguridad social; 

1. Arbitraje, 

j. Daños y perjuicios de naturaleza extracontractual, y 

k. Cuestiones marítimas y aéreas, 


Artículo 7* 


Los Estados Partes podrán declarar que aplicarán también 
esta Convención a las resoluciones que terminen el proceso, a 
las dictadas por autoridades que ejerzan alguna función juris- 
diccional y a las sentencias penales cn cuanto se refieran a la 
indemnización de daños o perjuicios derivados de delito. 


Artículo 8? 


Las normas de la presente Convención no restringen las 
disposiciones más amplias de convenciones bilaterales o multi- 
laterales entre los Estados Partes en materia de competencia en 
la esfera internacional, ni las prácticas más favorables que éstos 
puedan observar con relación a la eficacia extraterritorial de las 
sentencias extranjeras. 


Artículo 9 


La presente Convención estará abiería a la firma de los 
Estados Miembros de la Organización de los Estados Amcrica- 
nos. 


Artículo 10 
La presente Convención está sujeta a ratificación. Los ins- 


trumentos de ratificación se depositarán en la Secretaría Gene- 
ral de la Organización de los Estados Amcricanos. 
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Artículo 11 


La presente Convención quedará abierta a la adhesión de 
cualquier otro Estado. Los instrumentos de adhesión se deposi- 
tarán en la Secretaría General de la Organización de los Esta- 
dos Americanos. 


Artículo 12 


Los Estados signatarios de la Convención Interamericana 
sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbi- 
trales Extranjeros, firmada en Montevideo el 8 de mayo de 
1979, pueden, además, formular declaraciones en cualquier mo- 
mento en el sentido de que la presente Convención será aplica- 
da para determinar la validez de la competencia en la esfera 
internacional a que se refiere el inciso d) del artículo 2* de 
aquella Convención. 


Tales declaraciones, de no ser formuladas en el momento 
de la firma de esta Convención o en el instrumento dc ratifica- 
ción o adhesión, serán presentadas en documento dirigido a la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Ameriac- 
nos, la cual notificará de su contenido a los Estados signatarios. 


Artículo 13 


La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que haya sido depositado el segundo ins- 
trumento de ratificación. 


Para cada Estado que ratifique la Convención o adhiera a 
ella después de haber sido depositado el segundo instrumento 
de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día 
a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instru- 
mento de ratificación o adhesión. 


Artículo 14 


Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territo- 
riales en las que rijan distintos sistemas jurídicos relacionados 
con cuestiones tratadas en la presente Convención, podrán de- 
clarar, en el momento de la firma, ratificación o adhesión, que 
la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o 
solamente a una o más de ellas. 


Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante decla- 
raciones ulteriores, que especificarán expresamente la o las 
unidades territoriales a las que se aplicará la presente Conven- 
ción. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secre- 
taría General de la Organización de los Estados Americanos y 
surtirán efecto treinta días después de recibidas. 


Artículo 15 


La presente Convención regirá indefinidamente, pero cual- 
quiera de los Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento 
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de denuncia será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año, 
contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de 
denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Partes. 


Artículo 16 


El instrumento original de la presente Convención, cuyos 
textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente 
auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Orga- 
nización de los Estados Americanos, la que enviará copia au- 
téntica de su texto para su registro y publicación a la Secretaría 
de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de 
su Carta Constitutiva. La Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos notificará a los Estados Miembros 
de dicha Organización y a los Estados que hayan adherido a la 
Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos de ratifi- 
cación, adhesión y denuncia, así como las reservas que hubicre. 
También les transmitirá las declaraciones previstas en los artículos 
7, 12 y 14 de la presente Convención. 


EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, 
debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, firman 
la presente Convención. 


HECHA EN LA CIUDAD DE LA PAZ, BOLIVIA, el día 
veinticuatro de mayo de mil novecientos ochenta y cuatro. 


Rev. 24 mayo 1984 


B-50. CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
COMPETENCIA EN LA ESFERA 
INTERNACIONAL PARA LA 
EFICACIA EXTRATERRITORIAL DE 
LAS SENTENCIAS EXTRANJERAS 


Suscrita en La Paz, Bolivia, el 24 de mayo de 1984, cn la 
Tercera Conferencia Especializada Interamericana sobre 
Derecho Internacional Privado 


ENTRADA EN VIGOR: El trigésimo día a partir de la 
fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de 


ratificación conforme al Artículo 13 de la Convención. 


DEPOSITARIO: Socretaría General OEA (Instrumento ori- 
ginal y ratificaciones). 


TEXTO: Serie sobre Tratados, OEA, N? 64. 
REGISTRO ONU: 


PAISES SIGNATARIOS. DEPOSITO RATIFICACION 


BoOliVIA ..concocconnnnonroncnininrnnnanaono 
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A A 


Para cada Estado que ratifique la Convención o adhicra a 
ella después de haber sido depositado el segundo instrumento 
de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día 
a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instru- 
mento de ratificación o adhesión. 


POR GRENADA: 
FOR GRENADA: 
POR GRENADA: 
POUR LA GRENADE: 


POR CHILE: 
FOR CHILE: 
PELO CHILE: 
POUR LE CHILI: 


POR EL SALVADOR: 
FOR EL SALVADOR: 
POR EL SALVADOR: 
POUR LE SALVADOR: 


POR SANTA LUCIA: 
FOR SAINT LUCIA: 
POR SANTA LUCIA: 
POUR SAINTE-LUCIE: 


POR PARAGUAY: 
FOR PARAGUAY: 
PELO PARAGUAL: 
POUR LE PARAGUAY: 


POR MEXICO: 
FOR MÉXICO: 
PELO MEXICO: 
PUR LE MEXIQUE: 


POR COSTA RICA: 
FOR COSTA RICA: 
POR COSTA RICA: 
POUR COSTA RICA: 


POR PANAMA: 
FOR PANAMA: 
PELO PANAMA: 
POUR PANAMA: 


POR LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA: 
FOR THE UNITED STATES OF AMERICA: 
PELOS ESTADOS UNIDOS DA AMERICA: 
POUR LES ETATS-UNIS D'AMERIQUE: 
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POR JAMAICA: 

FOR JAMAICA: 

PELA JAMAICA: 
POUR LA JAMAIQUE: 


POR LA REPUBLICA ARGENTINA: 
FOR THE ARGENTINE REPUBLIC: 
PELA REPUBLICA ARGENTINA: 
POUR LA REPUBLIQUE ARGENTINE: 


POR URUGUAY: 
FOR URUGUAY: 
PELO URUGUAL: 
POUR L'URUGUAY: 


POR SAN VICENTE Y LAS GRANADINAS: 
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POR HONDURAS: 
FOR HONDURAS: 
POR HONDURAS: 
POUR LE HONDURAS: 


POR EL COMMONWEALTH DE DOMINICA: 

FOR THE COMMONWEALTH OF DOMINICA: 
PELA COMMONWEALTH DA DOMINICA: 

POUR LE COMMONWEALTH DE LA DOMINIQUE: 


POR SAN CRISTOBAL Y NIEVES: 

FOR SAINT CHRISTOPHER AND NEVIS: 
POR SAO CRISTOVAO E NEVES: 

POUR SAINT-CHRISTOPHE-ET-NEVIS: 


FOR SAINT VINCENTS AND THE GRENADIENES: POR BARBADOS: 


POR SAO VICENTE E GRANADINAS: 


POUR SAINT-VINCENT-ET-GRENADINES: 


POR PERU: 

FOR PERU: 

PELO PERU: 
POUR LE PEROU: 


POR VENEZUELA: 
FOR VENEZUELA: 
PELA VENEZUELA: 
POUR LE VENEZUELA: 


POR TRINIDAD Y TOBAGO: 
FOR TRINIDAD AND TOBAGO: 
POR TRINIDAD E TOBAGO: 
POUR TRINITE-ET-TOBAGO: 


POR SURINAM: 

FOR SURINAM: 
PELO SURINAME: 
POUR LE SURINAM: 


POR LA REPUBLICA DOMINICANA: 
FOR THE DOMINICAN REPUBLIC: 
PELA REPUBLICA DOMINICANA: 


POUR LA REPUBLIQUE DOMINICAINE: 


POR BRASIL: 
FOR BRAZIL: 
PELO BRASIL; 
POUR LE BRESIL: 


POR GUATEMALA: 

FOR GUATEMALA: 
PELA GUATEMALA: 
POUR LE GUATEMALA: 


POR HAITT: 
FOR HAITI 
PELO HAITI: 
POUR HAITI: 


FOR BARBADOS: 
POR BARBADOS: 
POUR LA BARBADE: 


POR ANTIGUA Y BARBUDA: 
FOR ANTIGUA AND BARBUDA: 
POR ANTIGUA E BARBUDA: 
POUR ANTIGUA-ET-BARBUDA: 


POR ECUADOR: 

FOR ECUADOR: 
PELO EQUADOR: 
POUR L'EQUATEUR: 


POR NICARAGUA: 
FOR NICARAGUA: 
POR NICARAGUA: 
POUR LE NICARAGUA: 


POR COLOMBIA: 

FOR COLOMBIA: 
PELA COLOMBIA: 
POUR LA COLOMBIE: 


POR EL COMMONWEALTH DE LAS BAHAMAS: 
FOR THE COMMONWEALTH OF THE BAHAMAS: 
PELA COMMONWEALTH DAS BAHAMAS: 

POUR LE COMMONWEALTH DES BAHAMAS: 


POR BOLIVIA: 
FOR BOLIVIA: 
PELA BOLIVIA: 
POUR LA BOLIVIE: 


Certifico que el documento preinserio es copia fiel y exacta 
de los textos originales en español, inglés, portugués y francés 
de la Convención Interamericana sobre Competencia en la Es- 
fera Internacional para la Eficacia Extraterritorial de las Sen- 
tencias Extranjeras, suscrita cl 24 de mayo de 1984 en La Paz, 
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Bolivia, en la Tercera Conferencia Especializada Interamerica- 
na sobre Derecho Internacional Privado, y que los textos fima- 
dos de dichos originales se encuentran depositados en la Secre- 
taría General de la Organización de los Estados Americanos. 


14 de noviembre de 1985 


I hereby certify that the foregoing document is a true and 
faithful copy of the authentic texts in Spanish, English, Portu- 
guese and French of the Inter-American Convention on Juris- 
diction in the International Sphere for the Extraterritorial Vali- 
dity of Forcign Judgments, signed in La Paz, Bolivia, on May 
24, 1984, at the Third and that the signed originals of these 
texts are on deposit with the Gencral Secretariat of the Organ- 
zation of American States, 


November MW, 1985 


Certífico que o documento transcrito é cópia fiel e auténtica 
dos textos originais em espanhol, inglés, portugués e francés da 
Convengao Interamericana sobre Competencia na Esfera Inter- 
nacional para a Eficácia Extraterritorial das Sentengas Estran- 
geiras, assinada em La Paz, Bolívia, em 24 de maio de 1984, 
na Terceira Conferéncia Especializada Interamericana sobre Di- 
reito Interncional Privado, e que os textos assinados de ditos 
originais encontram-se depositados na Secretaria-Geral da Or- 
ganizagao dos Estados Americanos. 


14 de novembro de 1985 


Je certifie que le document qui précede est unc copie fidtle 
et conforme aux textes authentiques en espagnol, anglais, por- 
tugaís et frangais de la Convention interaméricaine sur la Com- 
pétence internationale pour 'Efficacité extraterritoriale des Dé- 
cisions étrangtres, signéc á La Paz, Bolivic, le 24 mai 1984, 
lors de la troisitme Conférence spécialisée interaméricaine sur 
le Droit intemational privé, et que los originaux signés de ces 
textes se trouvent déposés aupres du Secrétariat général de 
POrganisation des Etats Américains. 


14 novembre 1985 


Por el Secretario General 
For the Secretary General 
Pelo Secretário-Geral 

Pour le Secrétaire général 


Hugo Caminos 


Subsecretario de Asuntos Sub-Secretário de Asuntos 
Jurídicos Jurídicos 
Secretaría General de la OEA  Secretaria-Geral da OEA 


Assistant Secretary for Legal  Sous-secrétaire pour les 
Affairs questions juridiques 
OAS General Secretariat Secrétariat général de l*' OEA 
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LA ORGANIZACION DE LOS 
ESTADOS AMERICANOS 


La Carta de la Organización de los Estados Americanos 
(OEA) señala los siguientes propósitos esenciales: aftanzar la 
paz y la seguridad del Continente; prevenir las posibles causas 
de dificultades y asegurar la solución pacífica de las controver- 
sias que surjan entre los Estados Miembros; organizar la acción 
solidaria de éstos en caso de agresión; procurar la solución de 
los problemas políticos, jurídicos y cconómicos que se susciten 
entre ellos y promover, por medio de la acción cooperativa su 
desarrollo económico, social y cultural. 


La OEA €s la asociación regional de naciones más antigua 
del mundo, ya que su origen se remonta a la Primera Conferen- 
cia Internacional Americana, que se realizó en Washington D.C., 
en 1890. Dentro de las Naciones Unidas constituye un organis- 
mo regional. La Carta que la rige fue suscrita en Bogotá en 
1948 y luego modificada mediante el Protocolo de Buenos 
Aires, el cual entró en vigor en 1970. Hoy día la OEA está 
compuesta de treinta y dos Estados Miembros. La Secretaría 
General de la Organización, su órgano central y permanente, 
está ubicada en la ciudad de Washington D.C. 


ESTADOS MIEMBROS: Antigua y Barbuda, Argentina, 
Bahamas (Commonwealth de las), Barbados, Bolivia, Brasil, 
Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, Dominica (Commonwealth 
de), Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Grenada, Gua- 
temala, Hiatí, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Pa- 
namá, Paraguay, Perú, República Dominicana, San Cristó- 
bal y Nieves, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, 
Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay, Venezuela. 


PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN 
INTERAMERICANA SOBRE RECEPCION DE PRUEBAS 
EN EL EXTRANJERO 


Los Gobiernos de los Estados Miembros de la Organización 
de los Estados Americanos, deseosos de fortalecer y facilitar la 
cooperación internacional en procedimientos judiciales según 
lo dispuesto en la Convención Interamericana sobre Recepción 
de Pruebas en el Extranjero, han acordado lo siguiente: 


1 AUTORIDAD CENTRAL 
Artículo 1? 


Cada Estado Parte designará la autoridad central que deberá 
desempeñar las funciones que se le asignan en la Convención 
Interamericana sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero 
(que en adelante se denominará “la Convención”) y en este 
Protocolo. Cada Estado Parte, al depositar el instrumento de 
ratificación o adhesión al Protocolo, comunicará esas designa- 
ciones a la Secretaría General de la Organización de los Esta- 
dos Americanos, la que distribuirá entre los Estados Partes en 
la Convención una lista que contenga las designaciones que 
haya recibido. La autoridad central designada por cada Estado 
Parte, de conformidad con cl artículo 11 de la Convención, 


176- C.S. 


podrá ser sustituida en cualquier momento, debiendo el Estado 
Parte comunicar a la referida Secretaría General el cambio en 
el menor tiempo posible. 


El Estado Parte que lo sea también del Protocolo Adicional 
a la Convención Interamericana sobre Exhortos o Cartas Roga- 
torias designará la misma autoridad central para los efectos 
señalados cn ambos Protocolos. 


II. PREPARACION DE EXHORTOS O CARTAS 
ROGATORIAS PARA SOLICITAR LA RECEPCION 
DE PRUEBAS 


Artículo 2* 


Los exhortos o cartas rogatorias en que se solicite la obten- 
ción de pruebas se elaborarán según el formulario A del Anexo 
de este Protocolo, y deberán ir acompañados de la documenta- 
ción a que se refiere el artículo 4% de la Convención y de un 
formulario elaborado según el texto B del Anexo a este Proto- 
colo. 


Si un Estado Parte tiene más de un idioma oficial, deberá 
declarar, al momento de la firma o ratificación de este Proto- 
clo, o de la adhesión a él, cuál o cuáles idiomas han de consi- 
derarse oficiales para los efectos de la Convención y de este 
Protocolo. Si un Estado Parte comprende unidades territoriales 
con distintos idiomas, deberá declarar, al momento de la firma 
o ratificación de este Protoclo, o de la adhesión a él, cuál o 
cuáles han de considerarse oficiales en cada unidad territorial 
para los efectos de la Convención y de este Protocolo. La 
Secretaría General de la Organizadión de los Estados America- 
nos distribuirá entre los Estados Partes en este Protocolo la 
información contenida en tales declaraciones. 


Tí. TRANSMISION Y DILIGENCIAMIENTO DE 
EXHORTOS O CARTAS ROGATORIAS EN QUE SE 
SOLICITA LA RECEPCION DE PRUEBAS 


Artículo 3* 


Cuando la autoridad central de un Estado Parte reciba de la 
autoridad central de otro Estado Parte un exhorto o carta roga- 
toria, lo transmitirá al Órgano jurisdiccional competente para su 
diligenciamiento conforme a la ley interna que sca aplicable. 


El órgano u órganos jurisdiccionales que hayan diligencia- 
do el exhorto o carta rogatoria dejarán constancia de su cumpli- 
miento o de los motivos que lo impidieron, según lo previsto en 
su ley interna, y lo remitirán a su autoridad central con los 
documentos pertinentes. La autoridad central del Estado parte 
requerido certificará el cumplimiento o los motivos que le im- 
pidieron atender el exhorto o carta rogatorta, a la autoridad 
central del Estado Parte requirente según el formulario B del 
Anexo, el que no necesitará legalización. Asimismo, la autori- 
dad central requerida enviará la correspondiente documenta- 
ción a la requirente, para que ésta la remita junto con el exhor- 
to O carta rogatoria al órgano jurisdiccional que haya librado 
este último. 
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Artículo 42 


En el diligenciamiento de un exhorto o carta rogatoria, con- 
forme a la Convención y a este Protocolo, el órgano jurisdic- 
cional exhortado aplicará las medidas de apremio apropiadas 
previstas en su legislación, cuando encuentre que se han llena- 
do los requisitos exigidos por su propia legislación para que 
estas medidas puedan aplicarse en los procesos locales. 


Artículo 52 


El órgano jurisdiccional del Estado requirente puede solici- 
tar que se le informe sobre la fecha, hora y lugar en que se va a 
cumplir un exhorto o carta rogatoria enviado a la autoridad 
competente de un Estado Parte. El órgano jurisdiccional del 
Estado requerido que va a dar cumplimiento al exhorto o carta 
rogatoria informará al órgano jurisdiccional del Estado requi- 
rente sobre la referida fecha, hora y lugar, de acuerdo con lo 
pedido. Los apoderados judiciales de las partes o sus abogados 
pueden presenciar las diligencias de cumplimiento del exhorto 
o carta rogatoria; su intervención queda sujeta a la ley del 
Estado requerido. 


IV, COSTAS Y GASTOS 
Artículo 6* 


El diligenciamiento del exhorto o carta rogatorias por la 
autoridad central y los órganos jurisdiccionales del Estado Par- 
te requerido será gratuito. Este Estado, no obstante, podrá re- 
clamar de la parte que haya pedido la prueba o la información, 
el pago de aquellas actuaciones que, conforme a su ley interna, 
deben ser sufragadas directamente por aquélla, 


La parte que haya pedido las pruebas o la información 
deberá, según lo preftera, indicar la persona que responderá por 
las costas y gastos correspondientes a dichas actuaciones en el 
Estado Parte requerido, o bien adjuntar al exhorto o carta roga- 
toria un cheque por el valor fijado, conforme a los previsto en 
el artículo 7 de este Protocolo para cubrir el costo de tales 
actuaciones, o el documento que acredite que, por cualquier 
otro medio, dicha suma ya ha sido puesta a disposición de la 
autoridad central de ese Estado. 


La circunstancia de que el costo de las actuaciones realiza- 
das excedan en definitiva el valor fijado, no retrasará ni será 
óbice para cl diligenciamiento y cumplimiento del exhorto o 
carta rogatoria por la autoridad central y los Órganos jurisdic- 
cionales del Estado Parte requerido. En caso de que exceda 
dicho valor, al devolver el exhorto o carta rogatoria diligencia- 
do, la autoridad central de ese Estado podrá solicitar que el 
interesado complete el pago. 


Artículo 7? 
Al depositar en la Secretaría General de la Organización de 


los Estados Americanos el instrumento de ratificación o adhe- 
sión a este Protocolo, cada Estado Parte, presentará un informe 
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de cuáles son las actuaciones que, según su ley interna, deban 
scr sufragadas directamente por el interesado, con especifica- 
ción de las costas y gastos respectivos, Asimismo, cada Estado 
Parte deberá indicar en el informe mencionado el valor único 
que a su juicio cubra razonablemente el costo de aquellas ac- 
tuaciones, cualquiera que sea su número o naturaleza. Este 
valor será exigible cuando el interesado no designare persona 
responsable para hacer el pago de esas actuaciones en el Estado 
requerido, sino que optare por abonarlas directamente en la 
forma señalada en el artículo 6* de este Protocolo. 


La Secretaría General de la Organización de los Estados 
Amcricanos distribuirá entre los Estados Partes en este Proto- 
colo la información recibida. Los Estados Partes podrán, en 
cualquier momento, comunicar a la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos las modificaciones a 
los mencionados informes, debiendo aquélla poner en conoci- 
miento de los demás Estados Partes en este Protocolo, tales 
modificaciones, 


Artículo 82 


En el informe mencionado en el artículo 7 los Estados Par- 
tes podrán declarar que en determinadas materias, siempre que 
haya reciprocidad, no cobrarán al interesado las costas y gastos 
de las actuaciones necesarias para el cumplimiento de los ex- 
hortos o cartas rogatorias, o aceptarán como pago total de ellas 
el valor único de que trata el artículo 7% u otro valor determina- 
do. 


V. RECEPCION DE PRUEBAS POR AGENTES 
DIPLOMATICOS O CONSULARES 


Artículo 92 


La Convención no será obstáculo para que un agente diplo- 
mático o consular de un Estado Parte, en el ámbito de su 
competencia territorial, reciba prucbas u obtenga informacio- 
nes en el Estado Parte donde ejerce sus funciones, sin que 
pueda emplear medidas de apremio. 


Sin embargo, cuando se trate de la recepción de prucbas u 
obtención de información de parte de personas que no sean de 
la nacionalidad del Estado acreditante del agente diplomático o 
consular, se procederá de acuerdo con lo dispuesto en el artícu- 
lo 10. 


Artículo 10 


En el caso previsto en el segundo párrafo del artículo 9% y 
sin perjuicio de lo dispuesto en cl artículo 12, los Estados 
Partes podrán limitar a determinadas materias las facultades de 
los agentes diplomáticos o consulares de los otros Estados Par- 
tes y establecer las condiciones que estimen necesarias o con- 
venientes en la recepción de prucbas u obtención de informa- 
ción, entre otras, aquellas condiciones relativas al lugar y tiem- 
po en que ello deba practicarse. 
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Deberá hacerse una declaración a estos efectos, en el mo- 
mento de firmar, ratificar o adherirse a este Protocolo. 


Artículo 11 


En los casos previstos por el artículo 9? de este Protocolo, el 
agente diplomático o consular podrá solicitar al órgano juris- 
diccional competente, por las vías adecuadas, la aplicación de 
las medidas de apremio apropiadas previstas en la legislación 
del Estado Parte en el cual cl agente diplomático o consular 
ejerce sus funciones. El órgano jurisdiccional aplicará dichas 
medidas de apremio cuando estime que se han llenado los 
requisitos exigidos por su propia legislación para que esas me- 
didas puedan aplicarse en los procesos locales. 


Artículo 12 


En la recepción de pruebas u obtención de información 
según el artículo 9% de este Protoclo, pueden observarse las 
reglas y procedimientos vigentes cn el Estado Parte requirente, 
siempre que no contradigan lo dispuesto en el artículo 22, inci- 
so 1, de la Convención; sin embargo, los motivos para no dar 
testimonio, especificados en el artículo 12 de la Convención, 
son igualmente aplicables a la recepción de pruebas u obten- 
ción de información. 


En los casos del artículo 9” de este Protocolo las personas 
de quienes se reciban pruebas o se obtenga información pueden 
estar asistidas por abogados y, si fuere pertinente, por intérpre- 
tes y auxiliares de su confianza. 


Artículo 13 


La frustración del intento de recepción de pruebas e infor- 
mación según el artículo 9? por renuencia de la persona que las 
debe dar, no es obstáculo para pedirlo conforme a los Capítulos 
Tal TV de este Protocolo. 


VI, DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 14 


Los Estados Partes en este Protocolo podrán declarar, al 
tiempo de firmarlo, ratificarlo o adherirse a él, que extienden 
también las normas relativas a la preparación y diligenciamien- 
to de exhortos o cartas rogatorias sobre la recepción de pruebas 
e información a la materia criminal y a las otras materias con- 
templadas en el artículo 15 de la Convención. 


Artículo 15 


El órgano jurisdiccional del Estado Parte requerido atenderá 
favorablemente la solicitud de observar procedimientos espe- 
ciales, de acuerdo con el artículo 6% de la Convención, a menos 
que scan de imposible cumplimiento por tal Estado o sean 
incompatibles con los principios fundamentales de la legisla- 
ción o las normas de aplicación exclusiva del mismo. 
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Artículo 16 


Los Estados Partes en este Protocolo diligenciarán exhortos 
o cartas rogatorias, en los que se solicite la exhibición y trans- 
cripción de documentos, cuando se reúnan los siguientes requi- 
sitos: 


a. Que se haya iniciado el proceso; 


b. Que los documentos estén identificados razonablemente en 
cuanto a su fecha, contenido u otra información pertinente, y 


c. Que se especifiquen aquellos hechos o circunstancias 
que permitan razonablemente crecr a la parte solicitante que 
los documentos pedidos son del conocimiento de la persona de 
quien se requieran O que se encuentran o se encontraban en 
posesión o bajo el control o custodia de ella. 


La persona a quien se piden documentos puede, cuando 
corresponda, negar que tiene la posesión, control o custodia de 
los documentos solicitados o puede oponerse a la exhibición y 
transcripción de los documentos, de acuerdo con las reglas de 
la Convención. 


Cualquier Estado podrá declarar, en el momento de firmar 
o ratificar cste Protocolo o de adherirse a él, que únicamente 
diligenciará los exhortos o cartas rogatorias a que se refiere 
este artículo si en ellos se identifica la relación entre la prueba 
o la información solicitadas y el proceso pendiente. 


Artículo 17 


Las disposiciones de este Protocolo se interpretarán de ma- 
nera que complementen las de la Convención Interamericana 
sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero. 


VII. DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 18 


El presente Protocolo estará abierto a la firma y sujeto a la 
ratificación o a la adhesión de los Estados Miembros de la 
Organización de los Estados Americanos que hayan firmado la 
Convención Interamericana sobre Recepción de Prucbas en el 
Extranjero, suscrita en Panamá el 30 de encro de 1975, o que la 
ratifiquen o se adhieran a ella. 


El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cual- 
quier otro Estado que se haya adherido o se adhiera a la Con- 
vención Interamericana sobre Recepción de Pruebas en el Ex- 
tranjero, en las condiciones indicadas en este artículo. 


Los instrumentos de ratificación y adhesión se depositarán 
en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. 
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Artículo 19 


Cada Estado podrá formular reservas al presente Protocolo 
al momento de firmarlo, ratificarlo o al adherirse a él siempre 
que la reserva verse sobre una o más disposiciones específicas. 


Artículo 20 


El presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que dos Estados Partes en la Convención 
hayan depositado sus instrumentos de ratificación o adhesión al 
Protocolo. 


Para cada Estado que ratifique o se adhiera al Protocolo 
después de su entrada en vigencia, el Protocolo entrará en vigor 
el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya 
depositado su instrumento de ratificación o adhesión, siempre 
que dicho Estado sea parte en la Convención. 


Artículo 21 


Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territo- 
riales en las que rijan distintos sistemas jurídicos relacionados 
con cuestiones tratadas cn el presente Protocolo, podrán decla- 
rar, en el momento de la firma, ratificación o adhesión, que el 
Protocolo se aplicará a todas sus unidades territoriales o sola- 
mente a una o más de ellas. 


Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante decla- 
raciones ulteriores, que especificarán expresamente la o las 
unidades territoriales a las que se aplicará el presente Protoco- 
lo. Dichas doclaraciones ulteriores se trasmitirán a la Secretaría 
Gencral de la Organización de los Estados Americanos y surti- 
rán cfecto treinta días después de recibidas. 


Artículo 22 


El presente Protocolo regirá indefinidamente, pero cualquiera 
de los Estados Partes podrá denunciarlo. El instrumento de 
denuncia será depositado en la Secretaría General de la Organi- 
zación de los Estados Americanos. Transcurrido un año, conta- 
do a partir de la fecha de depósito del instrumento de denuncia, 
el Protocolo cesará en sus efectos para el Estado denunciante, 
quedando subsistente para los demás Estados Partes. 


Artículo 23 


El instrumento original del presente Protocolo y de su Anexo 
(formularios A y B) cuyos textos en español, francés, inglés y 
portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Se- 
cretaría General de la Organización de los Estados America- 
nos, la que enviará copia auténtica de su texto para su registro 
y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de con- 
formidad con el artículo 102 de su Carta Constitutiva, La Se- 
cretaría General de la Organización de los Estados Americanos 
notificará a los Estados Miembros de dicha Organización y a 
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los Estados que se hayan adherido al Protocolo, las firmas, los 
depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, 
así como las reservas que hubiere. También les trasmitirá las 
informaciones a que se refieren los artículos 1%, 2% (último 
párrafo) y 7%, así como las declaraciones previstas en los artícu- 
los 8*, 10, 14, 16 y 21 del presente Protocolo. 
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EN FE E LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, de- 
bidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, firman el 
presente Protocolo. 


HECHO EN LA CIUDAD DE LA PAZ, BOLIVIA, el día 
veinticuatro de mayo de mil novecientos ochenta y cuatro. 


ANEXO AL PROTOCOLO ADICIONAL DE LA 
CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
RECEPCION DE PRUEBAS EN EL EXTRANJERO 


FORMULARIO A 


EXHORTO O CARTA ROGATORIA PARA PEDIR LA PRACTICA DE PRUEBAS U OBTENCION DE 
INFORMACION EN EL EXTRANJERO 1/ 


1 
ORGANO JURISDICCIONAL REQUIRENTE 


Nombre 
Dirección 


3 
AUTORIDAD CENTRAL DEL ESTADO 
REQUIRENTE 

Nombre 
Dirección 


5 
PARTE SOLICITANTE 


Nombre 
Dirección 


Nombre 
Dirección 


Nombre 
Dirección 


3. Persona designada para responder de las costas y gastos. 


Nombre 
Dirección 


por la autoridad central del Estado requirente. 


Táchese si no corresponde. 


PERSONA DESIGNADA PARA ACTUAR EN CONEXION CON EL EXHORTO O CARTA ROGATORIA 


]. Abogado local designado para representar al solicitante ante el órgano jurisdiccional del Estado requerido. 


2. Persona designada para realizar los trámites a nombre del solicitante. 


Si no se designa persona, adjuntar el siguiente documento de pago: 
*cheque por la suma de : 
*recibo de pago 

*otro comprobante de pago 
. Llénesc el original y una copia del formulario con los datos conocidos. 


. Llénese solamente el nombre del país; el nombre y la dirección de la autoridad central del Estado requerido serán llenados 


AUTORIDAD CENTRAL DEL ESTADO 
REQUERIDO 2/ 

Nombre 

Dirección 


País 


6 
ABOGADO DE LA PARTE SOLICITANTE EN 
EL ESTADO REQUIRENTE 

Nombre 
Dirección 
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A la Autoridad Central de 


La Autoridad Central que suscribe tiene el honor de trasmi- 
tirle la carta rogatoria que aparece abajo y respetuosamente 
solicita su tramitación de acuerdo con las disposiciones de la 
Convención Interamericana sobre Recepción de Pruebas en el 
Extranjero y su Protocolo Adicional. 


Firma y sello de la 
autoridad central del 
Estado de origen 


El órgano jurisdiccional que suscribe esta carta rogatoria tiene 
el honor de solicitar la cooperación del órgano jurisdiccional com- 
petente para recibir pruebas cn (ciudad, país) y, de conformidad con 
la Convención Interamericana sobre Recepción de Prucbas en el 
Extranjero y su Protocolo Adicional, respetuosamente solicita 
las prucbas o información abajo indicadas, que son necesarias 
- para la preparación, o resolución del proceso civil, comercial o 
* mencionado en el cuadro 2 de la primera página de este 
formulario se acompañan a esta carta rogatoria dos copias de la 
documentación requerida por el artículo 42 de la Convención y 
por el Protocolo Adicional. 


1. Partes en el proceso (Convención, artículo 4 (3)) 


a. Actor 


Nombre ——_—_—_ A _  —_ÁA - ——— 
Dirección — O 
Abogado 

Dirección del Abogado 


b. Demandado 
Nombre 
Dirección 
Abogado 
Dirección del Abogado 


c. Otras Partes 
Nas 
Dirección 
Abogado 
Dirección del Abogado. 


* Si el artículo 14 del Protocolo Adicional es aplicable, 
indicar en el espacio pertinente si el proceso se refiere a mate- 
ria criminal o a otra materia prevista en cl artículo 15 de la 
Convención. 


2. Indicación clara y precisa acerca del objeto de la prueba 
solicitada (Convención, artículo 4 (1)) 


a. Clase de prueba o información solicitada (testimo- 
nial, reconocimiento de documentos, etc.) 


b. Clase de proceso (relativo a contrato, responsabili- 
dad por agravio, sucesión, elc.) 
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c. Relación entre la prueba o información solicitada y 
el proceso pendiente (especifíquese) 


3. De requerirse, resumen de la situación del proceso y de 
los hechos que hayan dado lugar al proceso (Conven- 
ción, artículo 4 (4)) 

(Dígase “Ninguno” de no requerirse). 


4. Descripción clara y precisa de cualquier formalidad o 
procedimientos básicos o adicionales, procedimientos o 
requisitos especiales por observarse (artículo 4* (5) y 6* 
de la Convención y artículo 15 dci Protocolo Adicio- 
nal). 

(Explicar la forma en que debe recibirse la prucba (oral 
o escrita, transcripción completa o resumida, etc.)) 


5. Persona(s) de quien(es) va a recibirse la prueba y capa- 
cidad con la que la rendirá: 


Nombre 

Dirección 
Capacidad 
(Parte, Testigo, Perito, etc.) 


6. Agruege como anexo una lista de las preguntas que se- 
rán formuladas haciendo constar la(s) personas (s) que 
debe(n) contestar, o bien indique que se formularán pre- 
guntas en el momento de la recepción de la prucba. 


Agregue los documentos u objetos que deban ser pre- 
sentados a la persona de quien va a recibirse la prueba. 


Agregue copias de las disposiciones (leyes o reglamen- 
tos) relativos a cualquicr impedimento que pueda ser 
invocado por la persona que rinda la prueba, de confor- 
midad con el artículo 12 (2) de la Convención. 


7. Documentos u otros objetos que deben ser inspecciona- 
dos o información por obtenerse. 
(Especifique si el documento u objeto debe ser exhibi- 
do, copiado, valuado, etc.) 


8. Especifique si la prueba debe ser tomada bajo juramento 
o declaración solemne. 


En el caso de que la prucba no pueda recibirse cn la 
forma solicitada, especifique si debe recibirse en la for- 
ma prevista por la ley local. 
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9. Especifique si la prueba debe recibirse en algún lugar 
determinado y, de ser así señálelo. 


Dirección ASA 


10. Especifique si el órgano jurisdiccional requirente desca 
ser informado de la fecha, tiempo y lugar en que se 
recibirá la prueba y, de ser así, indique la dirección a la 
que debe ser enviado el aviso (artículo 5% del Protocolo 
Adicional). 


A 
11, Especifique si el aviso de fecha, tiempo y lugar debe 


enviarse a alguna otra persona y, de ser así, proporcione 
la información que se solicita, 


Non A 
A 
12. Especifique la fecha límite en que el órgano jurisdiccio- 
nal requirente necesitará recibir la respuesta a la carta 
rogatoria. 
Fecha 
Motivo de la fecha límite 


Hecho en selde de l9 


Firma y sello del Organo 
Jurisdiccional 
del Estado requirente 


(Los Estados Partes pueden incluir líneas adicionales cn el 
formulario A) 


ANEXO AL PROTOCOLO ADICIONAL DE LA 
CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
RECEPCION DE PRUEBAS EN EL EXTRANJERO 
FORMULARIO B 
CERTIFICADO DE CUMPLIMIENTO DEL EXHORTO 
O CARTA ROGATORIA PARA PEDIR RECEPCION DE 
PRUEBAS 1/ 


A la Autoridad Central de 


(Nombre y dircoción de la autoridad central del Estado requirente) 


De conformidad con el Protocolo Adicional a la Conven- 
ción Interamericana sobre Recepción de Pruebas en el Extran- 
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jero, firmado en La Paz, Bolivia, el día veinticuatro de mayo 
de mil novecientos ochenta y cuatro, y de acuerdo con el ex- 
horto o carta rogatoria adjunta, la Autoridad Central suscrita 
tiene el honor de certificar lo siguiente: 

* A. Que las pruebas solicitadas han sido recibidas: 

Fecha 

Nombre de la persona que aportó las pruebas 


Lugar donde se recibió la prueba (dirección) 


Por uno de los siguientes procedimientos autorizados en la 
Convención: 


* (1) Conforme a las leyes y normas procesales del Estado 
requerido, 


* (2) Conforme a los siguientes requisitos, formalidades 
adicionales o procedimientos especiales: 

* B. Que la información solicitada ha sido obtenida: 

Fecha 

Lugar donde se ha obtenido la información 

C. Se agrega: 


* (a) Copia certificada del testimonio (transcripción o resu- 
men) o de la información obtenida. 


* (b) El documento o documentos que se obtuvieron como 
resultado de la solicitud si la persona requerida voluntariamente 
hizo entrega de éstos, o copia de los mismos en caso contrario, 


* (c) Otros (Especifique> — _—_——————_—_ 


1. Llénese este formulario en original y una copia. 
*  Táchese si no corresponde. 


* D. De acuerdo con el Protocolo Adicional se solicita a la 
parte que pidió las pruebas o la información, el pago del saldo 
pendiente de las costas y gastos por la suma indicada en el 
estado de cuenta adjunto. 


* E, Que las pruebas o informes solicitados no han sido 
recabados u obtenidos por los siguientes motivos: 


Hechoen______s'l ____ de de I9_ 


Firma y sello de la 
— autoridad central de! 
Estado requerido 


* Táchese si no corresponde 
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RESERVAS HECHAS AL FIRMAR EL PROTOCOLO 
Brasil: 


De conformidad con el artículo 54 del Reglamento de la 
CIDIP-IIH, aprobado durante su primera Sesión Plenaria el 16 
de mayo de 1984, la Delegación del Brasil desea dejar constan- 
cia de las reservas que hace a la totalidad de los artículos 9*, 
10, 11, 12, 13 y 16 del Protoclo Adicional a la Convención 
Interamericana sobre Obtención de Pruebas en el Extranjero, 
aprobado en la segunda Sesión Plenaria de la CIDIP-1I en La 
Paz, el 21 de mayo de 1984, 


Chile: 


Conforme al artículo 54 del Reglamento de CIDIP-TIT, la 
Delegación de Chile formula reservas a los artículos 11, 12 y 
13 de este Protocolo, por considerar que ellos son contrarios a 
su legislación nacional. 


Rev, 24 mayo 1984 


B-51. PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN 
INTERAMERICANA SOBRE RECEPCION DE PRUEBAS 
EN EL EXTRANJERO 


Suscrito en La Paz, Bolivia, el 24 de mayo de 1984, en la 
Tercera Conferencia Especializada Interamericana sobre 
Derecho Internacional Privado 


ENTRADA EN VIGOR: El trigésimo día a partir de 
la fecha en que dos Estados Partes en la Convención Interame- 
ricana sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero hayan de- 
positado sus instrumentos de ratificación o adhesión al Protoco- 
lo, conforme al artículo 20 de este último. 


DEPOSITARIO: Secretaría Gencral OEA (Instrumento ori- 
ginal y ratificaciones). 


TEXTO: Serie sobre Tratados, OEA, N? 65, 
REGISTRO ONU: 
PAISES SIGNATARIOS DEPOSITO RATIFICACION 


Bola tai a A ha 
A A 


2) ChllC ainia dis 


TS AAA 


Para cada Estado que ratifique o se adhiera al Protocolo 
después de su entrada en vigencia, el Protocolo entrará en vigor 
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el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya 
depositado su instrumento de ratificación o adhesión, siempre 
que dicho Estado sea parte en la Convención Interamericana 
sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero. 


1. Brasil: 
(Reserva hecha al firmar el Protocolo) 


De conformidad con el artículo 54 del Reglamento de la 
CIDIP-IIIL, aprobado durante su primera Sesión Plenaria el 16 
de mayo de 1984, la Delegación del Brasil desea dejar constan- 
cia de las reservas que hace a la totalidad de los artículos 9, 
10, 11, 12, 13 y 16 del Protocolo Adicional a la Convención 
Interamericana sobre Obtención de Pruebas en el Extranjero, 
aprobado en la segunda Sesión Plenaria de la CIDIP-IIL en La 
Paz, el 21 de mayo de 1984. 


2. Chile: 
(Reserva hecha al firmar el Protocolo) 


Conforme al artículo 54 del Reglamento de CIDIP-I1I, la 
delegación de Chile formula reservas a los artículos 11, 12 y 13 
de este Protocolo, por considerar que ellos son contrarios a su 
legislación nacional, 


POR GRENADA: 
FOR GRENADA: 
POR GRENADA: 
POUR LA GRENADE: 


POR CHILE: 
FOR CHILE: 
PELO CHILE: 
POUR LE CHILE 


POR EL SALVADOR: 
FOR EL SALVADOR: 
POR EL SALVADOR: 
POUR LE SALVADOR: 


POR SANTA LUCIA: 
FOR SAINT LUCIA: 
POR SANTA LUCIA: 
POUR SAINTE-LUCIE: 


POR PARAGUAY: 
FOR PARAGUAY: 
PELO PARAGUALI: 
POUR LE PARAGUAY: 


POR MEXICO: 

FOR MEXICO: 

PELO MEXICO: 
POUR LE MEXIQUE: 
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POR COSTA RICA: 
FOR COSTA RICA: 
POR COSTA RICA: 
POUR COSTA RICA: 


POR PANAMA: 
FOR PANAMA: 
PELO PANAMA: 
POUR PANAMA: 


POR LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA: 


FOR THE UNITED STATES OF AMERICA: 
PELOS ESTADOS UNIDOS DA AMERICA: 
POUR LES ETATS-UNIS D'AMERIQUE: 


POR JAMAICA: 
FOR JAMAICA: 
POR JAMAICA: 
POUR LA JAMAIQUE: 


POR LA REPUBLICA ARGENTINA: 
FOR THE ARGENTINE REPUBLIC: 
PELA REPUBLICA ARGENTINA; 
POUR LA REPUBLIQUE ARGENTINE: 


POR URUGUAY: 
FOR URUGUAY: 
PELO URUGUATI: 
POUR L*URUGUAY: 


POR SAN VICENTE Y LAS GRANADINAS: 


FOR SAINT VICENT AND THE GRENADINES: 


POR SAO VICENTE E GRANADINAS: 
POUR SAINT-VICENT-ET-GRANADINES: 


POR PERU: 

FOR PERU: 

PELO PERU: 
POUR LE PEROU: 


POR VENEZUELA: 
FOR VENEZUELA: 
PELA VENEZUELA: 
POUR LE VENEZUELA: 


POR TRINIDAD Y TOBAGO: 
FOR TRINIDAD AND TOBAGO: 
POR TRINIDAD E TOBAGO: 
POUR TRINITE-ET-TOBAGO: 


POR SURINAME: 

FOR SURINAME: 
PELO SURINAME: 
POUR LE SURINAME: 


POR LA REPUBLICA DOMINICANA: 
FOR THE DOMINICAN REPUBLIC: 
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PELA REPUBLICA DOMINICANA: 


POUR LA REPUBLIQUE DOMINICAINE: 


POR BRASIL: 
FOR BRAZIL: 
PELO BRAZIL: 
POUR LE BRESIL;: 


POR GUATEMALA: 
FOR GUATEMALA: 
PELA GUATEMALA: 
POUR LE GUATEMALA: 


POR HAITI: 
FOR HAITI: 
PELO HAITI: 
POUR HAITT: 


POR HONDURAS: 
FOR HONDURAS: 
POR HONDURAS: 
POUR LE HONDURAS: 


POR EL COMMONWEALTH 
DE DOMINICA: 

FOR THE COMMONWEALTH 
OF DOMINICA: 

PELA COMMONWEALTH DA 
DOMINICA: 

POUR LE COMMONWEALTH 
DE LA DOMINIQUE: 


POR SAN CRISTOBAL Y NIEVES: 


FOR SAINT CHRISTOPHER AND NEVIS: 


POR SÁO CRISTOVAO E NEVES: 
POUR SAINT-CHRISTOPHE-ET-NEVIS: 


POR BARBADOS: 
FOR BARBADOS: 
POR BARBADOS: 
POUR LA BARBADE: 


POR ANTIGUA Y BARBUDA: 
FOR ANTIGUA AND BARBUDA: 
POR ANTIGUA E BARBUDA: 
POUR ANTIGUA-ET-BARBUDA: 


POR ECUADOR: 

FOR ECUADOR: 
PELO EQUADOR: 
POUR L'EQUATEUR: 


POR NICARAGUA: 
FOR NICARAGUA: 
POR NICARAGUA: 
POUR LE NICARAGUA: 
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POR COLOMBIA: 

FOR COLOMBIA: 
PELA COLOMBIA: 
POUR LA COLOMBIE: 


POR EL COMMONWEALTH DE LAS BAHAMAS: 
POR THE COMMONWEALTH OF THE BAHAMAS: 
PELA COMMONWEALTH DAS BAHAMAS: 

POUR LE COMMONWEALTH DES BAHAMAS: 


POR BOLIVIA: 

FOR BOLIVIA: 
PELA BOLIVIA: 
POUR LA BOLIVIE: 


Certifico que el documento preinserto es copia fiel y exacta 
de los textos originales en español, inglés, portugués y francés 
del Protocolo Adicional a la Convención Interamericana sobre 
Recepción de Pruebas en el Extranjero, suscrito el 24 de mayo 
de 1984 en La Paz, Bolivia, en la Tercera Conferencia Especia- 
lizada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado, y 
que los textos firmados de dichos originales se encuentran de- 
positados en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos. 


14 de noviembre de 1985 


I hereby certify that the foregoing document is a true and 
faithful copy of the authentic texts in Spanish, English, Portu- 
guese and French of the Additional Protocol to the Inter-Amc- 
rican Convention on the Taking of Evidence Abroad, signed in 
La Paz, Bolivia, on May 24, 1984, at the Third Inter-American 
Specialized Conference on Private International Law, and that 
the signed originals of these texts are on deposit with the Gene- 
ral Secretariat of the Organization of American States. 


November 14, 1985 


Certifico que o ducumento transcrito é cópía fiel e auténtica 
dos textos originais em espanhol, inglés, portugués e francés do 
Protocolo adicional á Convengao Interamericana sobre Obtengao 
de Provas no Exterior, assinado em La Paz, Bolívia, em 24 de 
maio de 1984, na Terceira Conferéncia Especializada Intera- 
mericana sobre Direito Internacional Privado, e que os textos 
assinados de ditos originais encontram-se depositados na Secre- 
taria-Geral da Organizagao dos Estados Americanos. 


14 de novembro de 1985 


Je certifie que le document qui précede est une copie fidele 
et conforme aux textes authentiques en espagnol, anglais, por- 
tugais et frangais du Protocole additionnel á la Convention 
interaméricaine sur 1? Obtention de Preuves á D'Etranger, signé 
á La Paz, Bolivie, le 24 mai 1984, lors de la troisieme Confé- 
rence spécialisée interaméricaine sur le Droit international pri- 
vé, et que les originaux signés de ces textes se trouvent déposés 
aupres du Secrétariat général de "Organisation des Etats Amé- 
ricains. 
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14 novembre 1985 


Por el Secretario General 
For the Secretary General 
Pour Secretário-Geral 

Pour le Secrétaire général 


Hugo Caminos 


Subsecretario de Asuntos Sub-Secretário de Assuntos 
Jurídicos Jurídicos 
Secretaría General de la OEA Secretaria-Geral de OEA 
Assistant Secretary for Legal Sous-secrétaire pour les 
Affairs questions juridiques 


OAS General Secretariat Sccrétariat général de POEA 
LA ORGANIZACION DE LOS 
ESTADOS AMERICANOS 


La Carta de la Organización de los Estados Americanos 
(OEA) señala los siguientes propósitos esenciales: afianzar la 
paz y la seguridad del Continente; prevenir las posibles causas 
de dificultades y asegurar la solución pacífica de las controver- 
sias que surjan entre los Estados Miembros; organizar la acción 
solidaria de éstos en caso de agresión; procurar la solución de 
los problemas políticos, jurídicos y económicos que se susciten 
entre ellos, y promover, por medio de la acción cooperativa, Su 
desarrollo económico, social y cultural. 


La OEA cs la asociación regional de naciones más antigua 
del mundo, ya que su origen se remonta a la Primera Conferen- 
cia Internacional Americana, que se realizó en Washington D.C. 
en 1890. Dentro de las Naciones Unidas constituye un organis- 
mo regional. La Carta que la rige fue suscrita en Bogotá cn 
1948 y luego modificada mediante el Protocolo de Buenos 
Aires, el cual entró en vigor en 1970. Hoy día la OEA está 
compuesta de treinta y dos Estados Miembros. La Secretaría 
General de la Organización, su Órgano central y permanente, 
está ubicada en la ciudad de Washington D.C, 


ESTADOS MIEMBROS: Antigua y Barbuda, Argentina, 
Bahamas, (Commonwealth de las), Barbados, Bolivia, Brasil, 
Colombia, Costa Rica, Chile, Dominica, (Commonwealth de), 
Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Grenada, Guatema- 
la, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, 
Paraguay, Perú, República Dominicana, San Cristóbal y 
Nieves, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, Surina- 
me, Trinidad y Tobago, Uruguay, Venezuela”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Sc lee) 

-En discusión gencral. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


No hay número para votar. 
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Que sc llame a Sala. 

(Así se hace. Entran varios señores senadores) 
-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 


SEÑOR SINGLET. - Formulo moción para que se suprima 
la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 1*. - Apruébanse las Convenciones y el Pro- 
tocolo suscritos por la República en la Tercera Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Pri- 
vado que tuviera lugar en La Paz, del 15 al 24 de mayo de 
1984: Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes en 
Materia de Adopción de Menores; Convención Interamericana 
sobre Personalidad y Capacidad de las Personas Jurídicas en el 
Derecho Internacional Privado; Convención Interamericana so- 
bre Competencia en la Esfera Internacional para la Eficacia 
Extraterritorial de las Sentencias Extranjeras y Protocolo Adi- 
cional a la Convención Interamericana sobre Recepción de Prue- 
bas en el Extranjero.”) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el artículo único. 
(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado, por ser igual 
al considerado) 
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5) INFORME DE LA COMISION DE ASUNTOS ADMI- 
NISTRATIVOS RELACIONADO CON LA SOLICI- 
TUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO PARA 
EXONERAR DE SU CARGO A UN FUNCIONARIO 
DEL MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Para considerar el asunto que 
figura en el segundo término del orden del día, el Senado debe 
pasar a sesión secreta. 

(Así se hace. Es la hora 16 y 17 minutos) 


(En sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo RÚmero, or la 


«sesión. 


(Es la hora 16 y 23 minutos) 
-Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta, 


SEÑOR SECRETARIO. (Sr. Dardo Ortiz Alonso): * El Se- 
nado, en sesión secreta, resolvió devolxer la solicitud de venia: 
para exonerar de su cargo a un funcionario, del Ministero de 
Educación y Cultura a los efectos de ampliar antecedentes. 


6) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiéndose agotado el orden del 
día, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 16 y 23 minutos, presidiendo el señor 
senador Abreu y estando presentes los señores senadores Aba- 
die, Amorín Larrañaga, Arana, Astori, Batalla, Cadenas 
Boix, Cassina, Cigliuti, Gargano, González Modernell, Irur- 
tia, Korzeniak, Librán Bonino, Millor, Olascoaga, Singlet, 
Urioste y Viera). 


DR. SERGIO ABREU 
ler. Vicepresidente 


Dn. Dardo Ortiz Alonso 
Dn. Guillermo Facello 


Prosecretarios 


Dn. Jorge Peluffo Etchebarne 
Dircctor General del Cuerpo de Taquigrafos 
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